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INTRODUCCION 

LOS indices de delincuencia han aumentado en los 

últimos años, desafortunadamente, en diversos delitos 

están involucrados algunos menores de edad, quienes 

legalmente son considerados como inimputables, razón por 

la cual no son sujetos del Derecho Penal, y por lo mismo 

no se les aplican sanciones penales, sino más bien son 

sometidos a tratamientos y a establecimientos especiales, 

como lo es el consejo de Menores. 

En consecuencia, recientemente ha cobrado fuerza el 

debate acerca de la edad penal, especialmente si 

consideramos que en algunas legislaciones penales locales 

se ha reducido dicha edad a los diecisiete y dieciséis 

años, mientras que en algunas entidades federativas, como 

el Distrito Federal, se conserva la edad penal hasta los 

dieciocho años. 

ES evidente que la minoria de edad se presenta como un 

problema de imputabilidad penal, mismo que merece ser 

afrontado, ya que de lo contrario seguiremos padeciendo 

las graves consecuencias derivadas de la delincuencia 

juvenil. 



por lo tanto, estimamos necesario abordar el tema 

invocado bajo el siguiente título: "La Minoría de Edad 

como problema de Imputabi 1 i dad penal". El obj eti vo de 1 a 

investigación no es solamente realizar un estudio sobre 

los menores infractores, sino profundizar en el Derecho 

penal de menores y en la politica Criminal relacionada con 

ellos para determinar lo concerniente a la edad penal, y 

con ello precisar conceptos de imputabilidad e 

inimputabilidad. 

En el desarrollo de la presente investigación se 

comprenden cuatro capitulos, el primero de ellos está 

dedi cado preci samente a los conceptos de i mputabi 1 i dad e 

inimputabilidad, dándose especial atención a esta última 

en cuanto a sus causas y medidas aplicables, ya que dentro 

de los inimputables se incluye tradicionalmente a los 

menores de edad. 

En el capitulo segundo se estudia la situación de los 

menores de edad ante el Derecho Penal. Naturalmente, se 

abordan temas referentes a los menores infractores, la 

delincuencia juvenil, la justicia de menores y la política 

criminal que gira en torno de ellos. 

El capítulo tercero comprende un breve análisis de las 

normas internacionales y nacionales aplicables a los 

11 



menores. Así, encontramos que en el ámbito internacional 

están las Reglas Mínimas de las Naciones unidas para la 

Administración de la Justicia de Menores y la Convención 

sobre los Derechos del Niño. Por otro lado, a nivel 

naci ona 1 exi sten di sposi ci ones conteni das en 1 a 

constitución política de los Estados unidos Mexicanos y en 

la ley para el Tratamiento de Menores Infractores. Además, 

es importante considerar que en cada entidad federativa de 

nuestra República los respectivos códigos penales 

contienen normas respecto a la imputabilidad e 

inimputabilidad, fijando criterios distintos acerca de la 

edad penal. 

Finalmente, en el capítulo cuarto se trata la parte 

medular de la investigación al considerar la minoría de 

edad como problema de imputabilidad penal. para tal 

efecto, se hace un planteamiento del problema y se 

consideran algunas posiciones doctrinales. Así mismo, se 

analizan conceptos relacionados con la imputabilidad y 

madurez, la prevención de la delincuencia juvenil, el 

tratami ento y 1 a readaptaci ón de los menores infractores. 

Todo lo cual permite señalar las perspectivas y proponer 

algunas soluciones para contribuir, en cierta medida, en 

el tema fundamental de la justicia de menores. 

111 



CAPITULO 1 

LA IMPUTABILIDAD E INIMPUTABILIDAD 

1. CONCEPTO DE IMPUTABILIDAD. 

Desde un punto de vista meramente gramatical la palabra 

imputabilidad significa calidad de imputable, lo que a su 

vez quiere decir que se puede imputar o atribuir. Todo esto 

nos lleva a la idea de atribuir a otro una culpa, delito o 

ac.ci ón. 

Rafae 1 de pi na defi ne 1 a i mputabi 1 i dad, en su 

Diccionario de Derecho, diciendo que es: "capacidad general 

atribuible a un sujeto para cometer cualquier clase de 

infracción penal. También, capacidad para ser sujeto pasivo 

de una sanción penal." 1 

Ahora bien, en la doctrina tradicional se sostiene, en 

términos generales, que la imputabilidad es una capacidad 

de entender y de querer, según la teoría italiana. Pero 

también es considerada como una capacidad de comprender la 

i 1 i ci tud de 1 a conducta y actuar conforme a esa 

comprensión, esto último conforme a la teoría alemana. 

1 PINA, Rafael de. Diccionario de Derecho. Sexta edición. Editorial 
Porrúa. México. 1977. pág. 239. 



conviene aclarar que son varias las posturas existentes 

en torno a la imputabilidad pues para algunos autores se 

trata de un presupuesto del delito, otros la consideran 

como un elemento de 1 a cu 1 pabi 1 i dad y un grupo más 1 a 

acepta como un presupuesto de la culpabilidad. 

ES evidente que según el criterio adoptado el enfoque y 

consecuencias que se le den a la imputabilidad serán 

distintos, por ejemplo, si se le considera como un 

presupuesto del delito antes de analizar la existencia de 

este se procederá a determinar si el autor es o no 

imputable. En cambio, cuando se ubica a la imputabilidad 

como elemento de la culpabilidad, su estudio se realizará 

después de considerar al delito como una conducta típica y 

antijurídica, que para ser sancionada se requiere la 

culpabilidad del agente. 

Por otro lado, cuando se acepta a la imputabilidad como 

presupuesto de la culpabilidad se requiere que antes de que 

ésta última sea analizada se entre al estudio de la 

imputabilidad como una capacidad de entender y de querer 

en al campo del Derecho Penal. 

En relación con lo que venimos diciendo, el maestro 

Fernando Castellanos apunta lo siguiente: "Mientras 

algunos autores separan la imputabilidad de la 
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culpabilidad, estimando ambos como elementos autónomos del 

delito, hay quienes dan amplio contenido a la culpabilidad 

y comprenden en ella a la imputabilidad. una tercera 

posición, compartida por 

imputabilidad 

culpabilidad." 2 

constituye 

nosotros, sostiene que la 

un presupuesto de la 

El criterio sustentado por el autor citado es 

compartido por otros tratadistas, y por nuestra parte 

también consideramos acertada esa postura, toda vez que 

para determinar la culpabilidad de un sujeto se requiere 

antes que nada precisar si es imputable o no. En 

consecuencia, para que un sujeto sea culpable debe 

primeramente ser imputable. 

En cuanto a la imputabilidad, ya dijimos que implica 

una capacidad que debe existir en el sujeto activo del 

delito, la cual comprende dos aspectos; el de entender y el 

de querer. Al respecto, Roberto Reynoso Dávila dice que: 

"capacidad de entender, como facultad intelectiva, es la 

posibilidad de conocer, comprender y discernir los 

motivos de la propia conducta y, por lo tanto, apreciarla, 

sea en sus relaciones con el mundo externo, sea en su 

alcance, sea en sus consecuencias. capacidad de querer es 

la posibilidad de determinarse basándose en motivos 

2 CASTELLANOS TENA. Fernando. Lineamientos Elementales de Derecho 
Penal. vigésima edición. Editorial Porrúa. México. 19S4. pág. 217. 
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conocidos y seleccionados. de elegir la conducta adecuada 

al motivo más razonable Y. por consiguiente. de abstenerse 

y de resistir a los estimulos de los acontecimientos 

externos." 3 

Para dejar más clara la idea sobre la doble capacidad 

que se deriva de la imputabilidad cabe decir que. por un 

lado. querer es estar en condiciones de aceptar o realizar 

algo voluntariamente. y por el otro lado. entender es 

captar una realidad o comprenderla para realizar un acto u 

omisión conforme a esa comprensión. 

Si un sujeto tiene esa doble capacidad. de entender y 

querer, entonces será imputable y, en su caso, será 

acreedor de las penas que correspondan según el delito que 

haya cometido. 

Abundando sobre el tema que nos ocupa. el Dr. sergi o 

García Ramirez comenta lo siguiente: "La imputabilidad es 

-se dice- una capacidad de entender y de querer. ¿Entender 

qué?: el deber. ser capaz de entender. intelectualmente. 

el deber. el mandato ético. y ser capaz. además. de 

determinar la conducta. el propio comportamiento. de 

acuerdo con ese entendimiento e inteligencia del deber. A 

esto último -a la capacidad de determinarse. de conducirse 

J REYNOSO DAVILA, Roberto. Teoría General del Delito. Editorial Porrúa. 
México. 1995. pág. 174. 
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autónomamente- se llama, a mi modo de ver con error, 

capacidad de querer. En realidad lo que interesa y 

preocupa es la capacidad de actuar con autonomía en función 

del entendimiento ético de la conducta. Así que frente a la 

capacidad de entender y querer, yo propondría una capacidad 

de entender y de actuar con autonomía, relevante para los 

efectos jurí di cos, se pi erde por tres causas generales; 

prímero, por enfermedad o anomalía mental; segundo, por 

incapacidad de regulación ética de la conducta -sea o no 

una anomalía o una enfermedad mental-; este fenómeno se 

resume en el dato de la personalidad psícopática, que 

probablemente constituye un supuesto autónomo de 

inimputabilidad; y tercero, por falta de desarrollo mental, 

que impide, a quien le resiente, entender el deber y 

conducirse autónomamente, con una libre disposición 

jurídicamente relevante. Es esta última la hipótesis en la 

que se encuentran los sordomudos no educados, pero sobre 

todo los menores." 4 

NOS parece correcto que se precise, como lo hace el 

autor citado, lo concerniente a la imputabilidad concebida 

como una capacidad de entender y de actuar con autonomía, 

aunque de acuerdo con la doctrina mexicana que se basa en 

el artículo 15, fracción VII, del código penal para el 

Distrito Federal, la doble capacidad consiste en: entender 

4 GARCIA RAMIREZ, sergio. Manual de prlSlones Tercera edición. 
Editorial Porrúa. México. 1994. pág. 639. 
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el carácter ilícito de la conducta y conducírse de acuerdo 

con esa comprensión. 

Ahora bien, la ímputabílidad es una cuestión personal 

que exíge analizar cada caso concreto para determinar si 

hay la doble capacidad que se requiere en el sujeto activo 

de un delito. 

para el Dr. Eduardo López Betancourt, "la imputabilidad 

conforme al código Penal interpretado a contrario sensu, 

conti ene un 'elemento i nte 1 ectua 1 o de conoci mi ento': 1 a 

'capacidad de comprensión de lo injusto', que consiste en 

el carácter ilícito del hecho, y un 'elemento de voluntad': 

conduci rse de acuerdo con esa comprensión. De tal manera 

que sólo la concurrencia de estos dos elementos de 

'capacidad' y de 'determinación de la voluntad', originan 

1 a i mputabi 1 i dad; y su ausenci a, 

inimputabilidad._" 5 

da lugar a la 

Como puede notarse existe unanimidad en la doctrina en 

cuanto a consi derar que 1 a i mputabi 1 i dad comprende una 

doble capacidad, sea de entender y querer, o bien de 

entender y de actuar con autonomía, o de conduci rse de 

acuerdo con la comprensión que se tiene. 

) lQPEZ BETANCQURT, Eduardo. Teoría del Delito. Editorial Porrúa. 
México. 1994. pág. 176. 
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un dato que queremos dejar claro es que la 

imputabilidad es un concepto que se aplica no a conductas 

sino a las personas. por ello se habla de i ndi vi duos 

imputables e inimputables. Así, encontramos que para el 

maestro Raúl carrancá y Truji110 es imputable "todo aquel 

que posea al tiempo de la acción las condiciones psíquicas 

exigidas abstracta e indeterminadamente por la ley, para 

poder desarrollar su conducta socialmente, todo el que sea 

apto e idóneo jurídícamente para observar una conducta que 

responda a las exigencias de la vida humana." 6 

De acuerdo con dicho autor, el sujeto imputable debe 

reuni r 1 as condi ci ones o capaci dades para desarrollar su 

conducta socialmente, en el momento de cometer la acción u 

omísión delictiva, lo cual nos parece muy acertado pues 

como es sabido, en materia penal, para que se pueda 

sanci onar a un i ndi vi duo deben darse plenamente todos los 

elementos del delito, incluyendo en este caso la 

imputabilidad como un presupuesto de la culpabilidad. 

2. IMPUTABILIDAD Y RESPONSABILIDAD. 

El concepto de imputabilidad se encuentra estrechamente 

vinculada con el de responsabilidad. cabe advertir desde 

ahora que no son sinónimos, sin embargo, dentro del Derecho 

6 CARRANCA y TRUJILlO, Raúl y Raúl carrancá y Rivas. Derecho Penal 
Mexicano_. parte General. Decimosexta edición. Editorial porrúa. 
México. 1991. pág. 431. 
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penal la responsabilidad es una consecuencia de la 

imputabilidad. 

Refiriéndose a los dos términos aludidos, el Dr. sergio 

García Ramírez señala que el problema de la imputabilidad 

conlleva las tesis de la responsabilidad moral y la 

responsabil i dad social. La primera conduce a una 

imputabilidad moral que se basa en el libre albedrío, en 

cambio, la responsabilidad social es el fundamento para la 

imputabilidad penal, considerando -como dice Ferri- que 

"todo hombre es siempre responsable de cualquier acción 

antijurídica realizada por el, únicamente porque y en tanto 

vive en sociedad." 7 

Conviene aclarar que sobre los conceptos en cuestión 

existen dos escuelas o posturas. LOS pensadores de la 

escuela clásica, estiman que la imputabilidad tiene su base 

en el libre albedrio y la responsabilidad moral, mientras 

que los representantes de la escuela positivista destacan 

como fundamento la responsabilidad social, la cual señala 

al individuo como responsable por el simple hecho de vivir 

en sociedad. 

En realidad, las dos posturas anteri ores se 

complementan habida cuenta la necesidad de una 

1 FERRI, Cit. por GARCIA RAMIREZ. Sergio. La Imputabilidad en el 
Derecho Penal Mexicano. universidad Nacional Autónoma de México. 
Mexlco. 1981. pág. 13. 
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imputabilidad moral previa a la imputabilidad penal. Así 

mi smo, se requi ere que un sujeto sea en primer térmi no 

responsable moralmente hablando y después lo será en el 

ámbito social. 

la responsabilidad implica la vinculación a que está 

sujeto un individuo de rendir cuantas de sus actos. 

Naturalmente, esto involucra el aspecto social y la 

estructura estatal para atribuir las consecuencias 

procedentes derivadas de esa responsabilidad. 

para Alfonso Reyes Echandía el término responsabilidad 

"debe entenderse como sujeción del agente a las 

consecuencias jurídicas del hecho punible cometido; una 

persona es penal mente responsable cuando ha realizado un 

hecho delictivo o contravencional; ahora bien, si tal 

sujeto es imputable se le impondrá pena y si es 

inimputable, se le aplicará medida de seguridad. Dedúcese 

de este planteamiento que en nuestro derecho positivo 

imputables e inimputables son penal mente responsables, pues 

que ambos están sujetos a las consecuencias legales del 

hecho punible cometido, no importa que en el primer caso se 

les aplique pena y en el segundo medida asegurativa. 

Resulta así evidente que responsabil idad e imputabi 1 i dad 

son fenómenos diversos que no se excluyen entre sí." 8 

8 REYES ECHANDIA, Alfonso. DERECHO PENAL. PARTE GENERAL. SEGUNDA 
REIMPRESIÓN DE LA undéci ma edi e; ón. Edi tori al Tem; s. col ombi a. 1990. 
pago 192. 
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Resulta claro que la responsabilidad está ligada a la 

imputabilidad, siendo la primera un efecto de esta última. 

por lo tanto, si una persona es imputable entonces será 

responsable de la conducta ilicita que ha realizado, y por 

lo mismo debe sufrir la pena que le corresponda. pero cabe 

adverti r que, según el autor cí tado, qui en se basa en su 

derecho positivo colombiano, también los inimputables son 

responsables, y si bien para ellos no procede una pena si 

se les aplican medidas de seguridad. 

por nuestra parte consideramos que, efectivamente, 

tanto los imputables como los inimputables son responsables 

por los actos que realizan. NO obstante ello, únicamente a 

los pri meros puede atri bui rse 1 es una sanci ón penal, 

estrictamente hablando, lo cual los hace sujetos del 

Derecho penal, lo que no sucede con los inimputables. 

En relación con esto el penalista Luis Jiménez de Asúa 

ha escrito con mucha claridad lo siguiente: "Imputar un 

hecho a un individuo es atribuirselo para hacerle sufrir 

1 as consecuencí as; es deci r, para hacerl e responsable de 

él, puesto"que de tal hecho es culpable. La culpabilidad y 

la responsabilidad son consecuencias tan directas, tan 

i nmedi atas de 1 a i mputabi 1 i dad, que 1 as tres ideas son a 

menudo consideradas como equivalentes y las tres palabras 
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como sinónimas. pero estos tres conceptos pueden 

distinguirse y precisarse. La imputabilidad afirma la 

existencia de una relación de causalidad psíquica entre el 

delito y la persona; la responsabilidad resulta de la 

imputabilidad, puesto que es responsable el que tiene 

capacidad para sufrir las consecuencias del delito, si 

bien, en última instancia, es una declaración que resulta 

del conjunto de todos los caracteres del hecho punible; la 

culpabilidad es un elemento característico de la 

infracción y de carácter normativo, puesto que no se puede 

hacer sufri r a un individuo las consecuencias del acto 

que le es imputable 

culpable de él." 9 

más que a condición de declararle 

Estamos de acuerdo con los argumentos anteriores 

mediante los cuales podemos ligar los conceptos que hemos 

visto sobre la imputabilidad, la cual consiste en una doble 

capacidad, de entender y de actuar. si estas existen 

entonces como consecuencia el sujeto será responsables, por 

lo tanto también, será culpable haciéndose acreedor de la 

pena correspondiente. En consecuencia, la imputabilidad se 

encuentra ligada a la responsabilidad y juntas dan lugar a 

la culpabilidad. 

9 JIMENEZ DE ASUA, Luis. La Ley y el Delito. Octava edición. Editorial 
Sudamericana. Argentina. 1978. págs. 325 y 326. 
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3. IMPUTABILIDAD DISMINUIDA Y CONDICIONADA. 

Dentro de nuestro tema llegamos a uno de los conceptos 

mas debatidos, nos referimos al de la imputabilidad 

disminuida, expresión que de por sí ha sido criticada por 

vari os autores, de tal manera que se 1 e han dado 

diversas denominaciones, por ejemplo, semi-imputabilidad, 

imputabilidad parcial o atenuada, e inclusive se ha hecho 

referencia a ella como una semi-responsabilidad. 

Uno de los autores que más ha criticado la expresión 

imputabilidad disminuida es Reinhart Maurach, quien dice 

que es equívoca y desafortunada, agregando que: "no nos 

hallamos ni ante un caso límite, ni ante la duda de si el 

autor es imputable o inimputable, ni ante un grado 

intermedio entre la plena imputabilidad y la 

inimputabilidad en el sentido de que el sujeto únicamente 

podía conocer 'en parte' el injusto del hecho, o de que tan 

sólo 'hasta un cierto grado' era dueño de sí; estos casos 

suprimen la imputabilidad. Realmente, en la imputabilidad 

disminuida, el autor es imputable, pero para alcanzar el 

grado de conocimiento y dirección de un sujeto anímicamente 

normal, debe esforzarse mucho más su voluntad. La 

disminución de la imputabilidad importa disminución de la 

cul pabi 1 i dad." 10 

10 cit. por REYNOSO DAVILA, Roberto. op. cit. pág. 189. 
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Debe aclararse que la idea de una imputabilidad 

disminuida surgió con motivo de los avances médicos y de 

manera especial en la psiquiatria, en donde se descubrió 

que pueden darse casos de "semilocura", es decir, existen 

ci rcunstanci as que colocan a 1 as personas en un estado 

intermedio o "fronterizo" entre la plena conciencia y la 

i nconsci enci a, o bi en entre 1 a salud mental y 1 a 

falta de ella. 

Ante esto, algunos autores critican la existencia de 

tres estados, los cuales serían el de la imputabilidad, el 

de inimputabilidad y un estado intermedio que sería la 

ímputabilidad disminuida; consideran que este último no es 

posible ya que o se es imputable o no, pues difícilmente 

puede medirse grados o niveles de imputabilidad. 

NO obstante lo anterior, existen los defensores de la 

imputabilidad disminuida, quienes consideran que si pueden 

presentarse en un individuo situaciones en las que se 

encuentre disminuida su capacidad de comprensión y 

determinación. LOS partidarios de ésta postura son los de 

la escuela clásica. 

Al respecto, Miguel Angel Cortés dice que: "LOS 

fecundos estudios de la ciencia médica han descubierto que 

la enajenación mental no es indivisible. Existen momentos 

i ntermedi os entre 1 a cone; ene; a e ; ncanse; ene; a, I zonas 
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intermedias', 'estados limitrofes', 'estados fronterizos', 

donde la inimputabilidad no llega a su plena exhibición, 

por no encontrarse abolida la voluntad en forma absoluta. 

la Escuela Clásica, admitiendo estos nuevos aportes de la 

ciencia médica, que reconocia la enajenación, postuló que 

la responsabilidad encontraba su medida en la perfección o 

imperfección de la normalidad mental. la responsabilidad 

disminuia en relación con el menor o mayor grado de 

imputabilidad. Conforme a esta fórmula, el 'estado 

intermedio' aludido, operaba como atenuante." 11 

por nuestra parte estimamos que si es posible que se 

presenten casos de imputabilidad disminuida, por cierto, 

nos parece la denominación más acertada ya que las otras 

tienen que ver con los conceptos médicos o psiquiátricos, 

que no conviene utilizarlos en la terminologia juridica. 

Pero ello no significa que no podemos tomar en cuenta los 

conceptos y avances que se han logrado en otras disciplinas 

como la médica, en donde, por ejemplo, se ha precisado que 

pueden presentarse trastornos mentales de naturaleza 

transitoria o que no implican un total estado de 

inconsciencia, así mismo hay supuestos de desarrollo 

psiquico incompleto, los cuales dan lugar a casos de 

imputabilidad disminuida. 

11 CORTES IBARRA, Miguel Angel. Der~chQ P~ (parte General) Cuarta 
edición. cárdenas Editor y oistribuldor. México. 1992. pág. 275. 
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Sin entrar a los aspectos psiquiátricos por estar fuera 

de los límites de la presente investigación, sólo diremos 

que actualmente se aceptan casos de imputabilidad 

disminuida bajo formas leves de esquizofrenia e inicio de 

las alteraciones epilépti cas. En consecuenci a, habrá 

imputabilidad disminuida cuando la capacidad de entender y 

de querer o determinarse se haya parcialmente impedida. 

un efecto de que haya i mputabi 1 i dad di smi nui da es que 

se produce una especi e de responsabi 1 i dad 1 i mi tada, que a 

su vez origina atenuación en la pena. En cuanto a esto, 

Gerardo Carmona Castillo precisa lo siguiente: "ES 

evi dente que para un derecho penal de culpabilidad, 

propio de un estado de derecho, la imputabilidad disminuida 

debe constituir una obligatoria causa de atenuación de la 

pena: capacidad de culpabilidad disminuida significa, 

necesariamente, culpabilidad disminuida y, por tanto, pena 

atenuada." 12 

Nuestra legislación penal se ajusta de alguna manera a 

la anterior consideración, según se deduce del artículo 

69 Bis del código Penal para el Distrito Federal en donde 

se consagra, sin que expresamente se diga, la imputabilidad 

disminuida, al disponerse lo siguiente: 

12 CARMONA CASTILLO, Gerardo A. La Imputabilidad penal. 
Porrúa. México. 1995. págs. 142 y 143. 

Editorial 
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"Artículo 69 Bis. Si la capacidad del autor, de 

comprender el carácter ilícito del hecho o de determinarse 

de acuerdo con esa comprensión, sólo se encuentra 

disminuida por las causas señaladas en la fraccíón VII del 

artículo 15 de este código, a juicio del juzgador, según 

proceda, se le impondrá hasta dos terceras partes de la 

pena que correspondería al delíto cometido, o la medida de 

seguridad a que se refiere el artículo 67 o bien ambas, en 

caso de ser necesario, tomando en cuenta el grado de 

afectación de la imputabilidad del autor." 

Nótese que en el precepto anterior se habla de una 

capacidad disminuida, así como de "el grado de afectación 

de la imputabilidad del autor", mismo que debe ser tomado 

en cuenta por el juez para aplicar una pena atenuada, o una 

medida de seguridad, e inclusive ambas si fuera necesario. 

Esto demuestra que nuestra legislación acepta la llamada 

imputabilidad disminuida, que fue proclamada por la escuela 

clásica, difundiéndose en la doctrina italiana y alemana. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha aceptado 

la existencia en nuestro medio de la imputabilidad 

disminuida, como se desprende de la siguiente tesis, que 

aún cuando se basa en el código penal de Guanajuato en 

donde se ha regulado concretamente sobre la materia, es 

ya una indicación de la aceptación que está teniendo entre 

nosotros: "AL TERACION PSIQUICA. QUE NO IMPLICA 

16 



IMPUTABILIDAD DISMINUIDA. En la gran mayoría de los delitos 

contra la vida e integridad corporal, cuando media rencor, 

ira y en general estados pasionales en sentido llano, el 

sujeto está alterado en su psique, pero tal alteración no 

implica por supuesto ni la inimputabilidad como excluyente, 

ni puede i mp 1 i car 1 a i mputabi 1 i dad di smi nui da a que se 

refiere el artículo 36 del código penal de Guanajuato, pues 

una cosa es que el individuo a virtud de una situación de 

ira pueda no meditar en la trascendencia de la reacción y 

muy otra, el que esa falta de reflexión entrañe 

i mputabi 1 i dad di smi nui da." 13 

corresponde ahora referi rnos a la imputabi 1 idad 

condicionada, la cual prácticamente es desconocida, o bien, 

algunos autores prefieren utilizar esa expresión en lugar 

de la imputabilidad disminuida, con lo cual parecería que 

con ambos conceptos se refi eren a una mi sma cosa. por 

ejemplo, el Dr. Jorge Reyes Tayabas al abordar el tema de 

la imputabilidad disminuida señala que a él no le agrada 

esa expresión, ya que se es o no se es imputable, además, 

..... la imputabilidad disminuida nos coloca en una posición 

escurridiza; disminuida hasta qué punto; además, sino es 

imputabilidad franca, total, en realidad no es 

i mputabi 1 i dad." 14 

13 SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACION. Primera sala. séptima Epoca. 
volumen 145-150. Parte segunda. pág. 11. 
IC REYES TAYABAS, Jorge. Aplicación de la Ley Penal a Partir de los 
Dieciséis Años. En Revista Mexicana de Justicia volumen V. Número 2. 
México. 1987. pág. 171. 
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Por lo tanto, para el autor ci tado debe hablarse más 

bien de imputabilidad condicionada, aunque cabe aclarar que 

ésta la aplica propiamente a menores de edad que se 

encuentran entre los dieciséis y los dieciocho años. 

Conviene dejar claro que para dicho autor existen tres 

tipos de sujetos; los imputables, los inimputables y los 

menores con la edad antes referida quienes estarian 

colocados en el supuesto de la imputabilidad condicionada. 

Aún cuando no estamos totalmente de acuerdo con el 

autor, ya que para nosotros hay imputabilidad disminuida 

cuando la capacidad de comprender y determinarse se 

encuentra parcialmente impedida, pero por otro lado nos 

parece acertado hablar de imputabilidad condicionada 

aplicándola a los menores de edad. Asi que utilizando la 

terminología empleada por el Dr. Jorge Reyes Tayabas 

podemos decir que por un lado hay imputabilidad disminuida 

y por el otro está la imputabilidad condicionada, la cual 

significa que el sujeto activo de un delito tiene capacidad 

de entender y de actuar siempre y cuando se cumplan algunos 

requisitos o condiciones. 

Queremos dejar asentado desde ahora, sin perjuicio de 

que lo desarrollemos más en su oportunidad por ser el tema 

central de nuestra investigación, el hecho de que para 

nosotros, los menores de edad si son imputables, pero se 
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colocan bajo un supuesto de imputabilidad condicionada, la 

cual según el Dr. Jorge Reyes Tayabas se presenta s i se 

cumplen dos factores: el primero se refiere a la gravedad 

de la conducta delictiva; y el segundo es la reiterancia. 

si estos dos elementos se presentan un menor de edad 

será imputable, 

condicionada que 

aunque bajo una imputabilidad 

puede ameritar penas y no medidas 

tutelares para menores de edad. 

Por su parte, el Dr. Sergio García Ramírez también se 

refiere a la imputabilidad condicionada aplicada a los 

menores de edad. concretamente ha di cho que: " En al guna 

oportunidad hemos sugerido un sistema de imputabilidad 

condicionada (sistema que, por cierto, encuentra raíz en el 

antiguo régimen de ponderación del discernimiento). como 

regla conocería la justicia para menores y como excepción 

la destinada a los adultos, por derivación de casos que 

aquélla hiciera, conociendo siempre en primer término, y no 

a la inversa, cuando se trate de sujetos de entre dieciséis 

y dieciocho años de edad. Acaso así se resolverían las 

u rgenci as de 1 a defensa soci al adecuada ante una 

criminalidad muy peligrosa o lesiva, sin caer en la 

incorporación de centenares de miles o millones de sujetos 

en el uni ve rso de los i mputab 1 es. " 15 

15 GARCIA RAMIREZ. Sergio. Curso de Derecho Procesal Penal. Quinta 
edición, Editorial Porrúa. México. 1989. págs. 823 y 824. 
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Para muchos autores los menores de edad son 

inimputables y para otros son hasta cierta edad imputables, 

pero para nosotros lo más acertado es referirse a ellos 

bajo el concepto de imputabi 1 idad condi cionada. En vi rtud 

de que esto constituye la parte medular de nuestra 

investigación sobre la cual haremos algunas propuestas, 

nos reservamos más comentarios al respecto para ser 

expuestos en el capítulo cuarto. 

4. LA INIMPUTABILIDAD. 

La inimputabilidad es el aspecto negativo de la 

imputabilidad. En consecuencia si esta última consiste en 

la capacidad de entender el carácter ilícito de una 

conducta y de conducirse conforme a ello, la 

inimputabilidad entonces será la ausencia de dicha 

capacidad. En otras palabras es la incapacidad para 

comprender y para actuar de acuerdo a esa comprensión. 

según octavio Orellana wiarco, la imputabilidad exige 

dos límites mínimos para su existencia: "a) Un límite 

físico, es decir, una edad mínima en la que el sujeto al 

alcanzar determinado desarrollo logra el desarrollo 

psíquico suficiente para podérsele considerar imputable. b) 

Un límite psíquico, o sea, la capacidad de 'entender' y 
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I 

'querer' que aluden los códigos italianos y penal federal 

mexi cano y e 1 de coahui 1 a." 16 

Si esos límites no se cumplen entonces estaremos en 

presencia de la inimputabilidad. por lo tanto si no se ha 

alcanzado la edad mínima, que para algunos es de dieciocho 

años y para otros es de dieciséis, entonces el sujeto será 

inimputable. lO mismo sucede cuando no se tenga la plena 

capacidad de entender y querer por no haber alcanzado ese 

límíte psíquico que implica salud mental. 

Ahora bien, la regulación de los casos concretos de 

inimputabilidad puede seguir cuatro criterios básicos: e7 

psico7ógico, e7 bio7ógico, e7 psiquiátrico y e7 

socio7ógico; la fusión de varios de ellos da lugar a un 

quinto criterio que suele llamarse mixto. El criterio 

psico7ógico supone que el concepto de inimputabilidad 

depende de la capacidad o incapacidad del agente para 

comprender el significado de su conducta y para determinar 

su actuación de acuerdo con esa comprensión. 

El criterio bio7ógico parte de un aspecto objetivamente 

apreciable, tal como sería alcanzar una edad determinada. 

por su parte, el criterio psiquiátrico se basa en 

comprobación médica de enfermedad mental en la persona que 

16 ORELLANA WIARCO. Octavio Alberto. Teoría del Delito. sistemas 
causalista y Finalista. Tercera edición. Editorla' porrúa. México. 
1996. pág. 35. 
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ha ejecutado comportamiento ilicito. Mientras que el 

criterio sociológico toma en cuenta la personalidad del 

agente en relación con el medio social en el que actúa para 

determinar si se ajusta o no al comportamiento socialmente 

considerado como normal. 

por último, el sistema mixto combina algunos de los 

criterios anteriores, por ejemplo, el biológico y el 

sociológico para determinar bajo que ci rcunstancias los 

menores de edad pudieran ser inimputables o no. 

Para Alvaro Bunster, "la fórmula legal de la 

inimputabilidad puede configurarse de tres modos. 1) el 

biológico o psiquiátrico que expresa sólo las fuentes de la 

incapacidad -sordomudez, demencia o locura, etc.- sin 

aludir a la consecuencial incapacidad de comprender o 

determinarse (p.e., el cP, napoleónico); 2) el psicológico, 

que expresa esta incapacidad sin mencionar sus fuentes 

(p.e., el CP del Estado de veracruz); y 3) el 

psiquiátrico-psicológico-juridico o mixto, en que a la 

i ndi caci ón más o menos amp 1 i a de 1 as fuentes sigue 1 a de 

sus efectos en cuanto a privación -como dice Jiménez de 

Asúa- 'de la conciencia de delinquir o de la posibilidad de 

obrar conforma a derecho' (p.e., el CP del Estado de 

Guanajuato)." 17 

17 BUNSTER, Alvaro. Imputabilidad. En Diccionario Jurídico Mexicano. 
Tomo 111. Instituto de Investi9aciones Jurídicas. Novena edición. 
Editorial Porrúa. México. 1996. pago 1649. 
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La mayoría de las legislaciones modernas han adoptado 

e 1 método mi xto o combi nado, cons i s tente en enume rar 1 as 

causas como los efectos que deben produci rse en el sujeto 

para determinar su incapacidad, y con ello su 

inimputabilidad. Con este criterio se deja al juzgador la 

apreciación y valoración de los elementos que han de 

tomarse en cuenta como el psicológico. 

La fracción VII del artículo 15 del código Penal para 

el Distrito Federal es la que contiene la norma aplicable a 

la inimputabilidad, al disponer que: 

"Artículo 15.- El delito se excluye cuando ... 

VII. Al momento de realizar el hecho típico, el agente 

no tenga la capacidad de comprender el carácter ilícito de 

aqué 1 o de conduci rse de acuerdo con esa comprensi ón, en 

virtud de padecer trastorno mental o desarrollo intelectual 

retardado, a no ser que el agente hubiere provocado su 

trastorno mental dolosa o culposamente, en cuyo caso 

responderá por el resultado típico siempre y cuando lo haya 

previsto o le fuere previsible. 

Cuando la capacidad a que se refiere el párrafo 

anterior sólo se encuentre considerablemente disminuida, se 

estará a lo dispuesto en el artículo 69 bis de este 

código ... " 

23 



Como puede apreciarse la inimputabilidad implica la 

incapacidad tanto para comprender el carácter ilicito del 

hecho típico, como para conducirse de acuerdo con esa 

comprensión, en este caso se señalan como causas el 

trastorno mental y el desarrollo intelectual retardado. 

Además de esto cabe mencionar que la minoridad también 

es considerada por la mayoría de los autores como una causa 

de inimputabilidad, según lo veremos un poco más en el 

inciso siguiente. 

5. CAUSAS DE INIMPUTABILIDAD. 

Las causas de inimputabilidad son aquellos factores o 

ci rcunstanci as que originan incapacidad en una persona 

colocándolo en una situación en donde no tiene aptitud para 

delinquir, ya sea porque su salud mental se encuentra en un 

estado deteriorado, o bien porque no tiene la edad 

necesaria que le de la capacidad de querer y entender. 

Luis Jiménez de Asúa dice que: "son causas de 

inimputabi7idad la Falta de desarro770 y salud de la mente, 

asi como los trastornos pasajeros de las Facultades 

mentales que privan o perturban en el sujeto la Facultad de 

conocer el deber; esto es, aquellas causas en las que, si 

bien el hecho es tipico y antijuridico, no se encuentra el 
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agente en condiciones de que se le pueda atribuir el acto 

que perpetró." 18 

De acuerdo con lo anterior el mismo autor citado 

señala las causas de inimputabilidad en especie, las cuales 

son tres: a) 1 a falta de desarrollo mental, que a su vez 

comprende 1 a menor edad y 1 a sordomudez; b) 1 a falta de 

salud mental; y c) el trastorno mental transitorio, que 

comprende en algunas legislaciones a la embriaguez, la 

fiebre y el dolor. Para el propio autor citado, en las 

causas de inimputabilidad no hay delincuente, por lo tanto 

no procede algún castigo. 

Refiriéndose a la legislación mexicana, Francisco 

González de la vega dice que: "Nuestro código desconoce 

directamente la división entre: a) Causas de 

i nimputabi 1 idad; b) Causas de justifi cación; c) Excusas 

absol utori as, por las que determinados sujetos al canzan 

remisión de la pena." 19 

La anterior afirmación se basa en que el artículo 15 

del código penal no distingue, efectivamente, entre las 

causas de inimputabilidad y justificación ya que en una 

sola lista involucra diferentes aspectos comprendidos bajo 

el rubro de "causas de exclusión del delito". 

18 JIMENEZ DE ASUA, Luis. op. cit. pág. 339. 
19 GONZAlEZ DE LA VEGA, Francisco. El código Penal comentado. 
oecimosegunda edición. Editorial Porrúa. México. 1996. pág. 34. 

25 



De acuerdo con el precepto aludido, de su fracción 

VII se desprenden dos causas de inimputabilidad, a saber: 

padecer trastorno mental y el desarrollo intelectual 

retardado. En cuanto al primero, el maestro Raúl carrancá 

y Trujillo dice que el trastorno es la perturbación de las 

facultades psíquicas, cualquiera que sea su origen. "Se 

requiere asimismo que dichos trastornos sean involuntarios, 

es deci r, no produci dos ni dolosa ni i mprudenci al mente." 20 

Queda claro que si el agente provoca su trastorno 

mental si será responsable por el delito, lo cual se 

confirma con el siguiente criterio sustentado por la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, que dice: 

"TRASTORNO MENTAL TRANSITORIO. CAUSA DE 

INIMPUTABILIDAD. LEGISLACION PENAL DEL ESTADO DE MEXICO. 

Doctrinariamente la imputabilidad es un presupuesto de la 

culpabilidad, considerándose aquélla como la capacidad de 

entender y querer, pues se requiere que el individuo 

conozca la ilicitud de su acto y lo realice 

voluntariamente. La culpabilidad, en suma, exige que el 

sujeto tenga la capacidad de determinarse en función de lo 

que conoce. El artículo 19, fracción n, del código penal 

del Estado de México, establece como una causa de 

10 CARRANCA y TRUILlO, Raúl y Raúl Carrancá y Rivas. cód;~o Penal 
Anotado. Decimonovena edicion. Editorial porrúa. México. 19 5. pág. 
88. 
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inimputabilidad el trastorno transitorio de la 

personalidad, producido accidental e involuntariamente. De 

ello se deriva que, aún aceptando la versión del acusado, 

respecto a que en compañía del ahora occiso compraron 

cemento y lo inhalaron en bolsas de polietileno, 

drogándose, sólo se demuestra que llegó a tal estado en 

forma voluntaria, por lo que resulta inoperante la causa de 

inimputabilidad aludida, cuya aplicación tiene, como 

presupuesto necesario, que el trastorno transitorio sea 

accidental o involuntario." 21 

Ahora bien, sin entrar en más detalles sobre esas 

causas de inimputabilidad nos referiremos a los menores de 

edad, quienes son considerados generalmente como 

inimputables ya que en ellos se presenta una falta de 

desarrollo mental, precisamente porque no han llegado a una 

edad en donde se supone que se alcanza ese desarrollo. 

Según comenta Juan Pablo de Tavi ra y Noriega, "en 

México se considera que el menor de edad infractor es 

inimputable, es decir, que no tiene la capacidad de querer 

y entender lo negativo del delito. Siendo inimputable, 

faltaria un elemento en la teoría del delito, que se 

forma por la acción, tipo, antijuricidad y culpabilidad, 

siendo la i ni mputabil i dad el presupuesto de la 

11 SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEOERACION. Primera sala. Séptima Epoca. 
volumen 205-216. Parte segunda. pág. 45. 
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culpabilidad. Nadie puede ser culpable si no tiene la 

capaci dad de saber que lo que hace está mal. por este 

motivo, el menor de edad no comete delitos, y por lo 

tanto, no es posible aplicarle una pena." 22 

Cabe aclarar que si bien es cierto, la doctrina 

dominante acepta la inimputabilidad de los menores de edad, 

existen algunos autores que se pronuncian en contra de esa 

postura afirmando que los menores son imputables, aunque no 

siempre merecen una sanción penal. 

En este sentido encontramos a Olga Islas de González 

Mariscal quien expresa lo siguiente: " ... es importante 

conceptos dejar asentado que, de acuerdo con los 

tradicionales sobre la imputabilidad y aún si se toman 

en cuenta otros conceptos más modernos -y posiblemente más 

acertados desde el punto de vista pisobiológico-, no se 

puede concluir que los menores de dieciocho años sean 

inimputables. Por otra parte, aún cuando se acepte que la 

mayoría de edad penal se adquiere a los dieciocho años, 

ello no implica aceptar que las personas menores de esa 

edad sean incapaces o inimputables. No es racional pensar 

que 1 a capací dad de comprender 1 a i 1 i ci tud y de actuar 

12 DE TAVIRA y NORIEGA. Juan Pablo. Menores Infractores. En Diccionario 
Jurídico Mexicano. TornO rll. op. cit. pág. 2114. 
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conforme a esa' comprensión se adquiera o se pierda por 

decreto o por disposición legislativa." " 

Estamos de acuerdo con esta última postura ya que no 

es posible que el simple hecho de cumplir dieciocho años 

sea un límite que marque la diferencia entre la 

imputabilidad y la inimputabilidad. Además, es indudable 

que de acuerdo con las circunstancias de nuestra época se 

puede adquirir el desarrollo mental antes de la edad 

aludida. Así, podemos encontrar a menores de edad con plena 

capacidad de querer y entender, lo cual haría de ellos 

sujetos imputables. 

En virtud de que este es el tema esencial de nuestra 

investigación lo dejamos solamente enunciado, pero 

vislumbramos desde ahora el debate que existe sobre la 

minoria de edad como problema de imputabilidad penal. solo 

queremos agregar que los órganos jurisdiccionales han 

considerado generalmente que los menores de edad son 

i nimputabl es , según se confirma con el siguiente criterio 

sustentado por el segundo Tribunal colegiado en Materias 

penal y Administrativa del segundo circuito: 

"INIMPUTABILIDAo. MENORES INFRACTORES DE LOS. si en 

el momento en que sucedieron los hechos, el inculpado era 

menor de edad y por ello no puede ser castigado 

2) ISLAS DE GONZALEZ MARISCAL, olga. El Menor como Sujeto de Derecho 
penal. En Derechos de la Nlnez. Instituto de Investigaciones 
Jurídicas. UNAM. MeX1CQ. 1990. pág. 145. 
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conforme al artículo 40. del código punitivo del Estado 

de México, ya que para que el menor de edad sea juzgado 

por este ordenamiento, es presupuesto sine qua non que 

sea cul pable y para ello es necesari o que pri mero sea 

i mputab 1 e es deci r, para que conozca 1 a i 1 i ci tud de su 

acto y quiera realizarlo debe tener capacidad de 

entender y de querer, y un menor carece de esta 

capacidad, por ello resulta inimputab1e, y toda vez que 

la imputabilidad es un presupuesto necesario para la 

culpabilidad elemento del delito, faltando ésta, la 

conducta asumida no puede ser considerada como tal, por 10 

que el menor se encuentra exento de la aplicabilidad de las 

normas penales, pues la corrección de su conducta se 

encuentra sujeta a instituciones especiales como el consejo 

Tutelar para Menores, por 10 tanto si el inculpado al 

desplegar 1 a conducta defi ni da como del i to era menor de 

edad; debe decirse que no existe el supuesto jurídico 

necesario para que las leyes penales le sean aplicables y 

para que un juez de instancia tenga jurisdicción para 

juzgarlo, ni aun cuando en la fecha en que fue librada la 

orden de aprehensión que se impugna éste hubiera cumplido 

la mayoría de edad, en virtud de que 10 que debe tomarse 

en cuenta es 1 a edad del acti va en el momento de 1 a 

comi sión de sus actos, no en la época posteri or a su 

rea 1 i zaci ón." 24 

H SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACION. Tribunales Colegiados de 
Circuito. Octava Epoca. TomO XV-2. Febrero. Tesis II.20.P.A.262 P. 
pág. 370. 

30 



Insistimos en que la tendencia dominante se inclina a 

considerar a los menores de edad como inimputables, porque 

carecen de la capacidad de entender y querer, pero esto no 

siempre es así como lo veremos posteriormente. 

6. MEDIDAS APLICABLES A LOS INIMPUTABLES. 

En términos generales se considera que los 

inimputables no merecen ser castigados por cuanto no son 

propiamente culpables al carecer de la capacidad de querer 

y entender. sin embargo, eso no implica que puedan 

aplicárseles algunas medidas para evitar que sigan 

cometiendo más conductas delictuosas. 

En el código penal para el Distrito Federal, el Libro 

primero, Título Tercero, dedica el capítulo v al 

"tratami ento de i ni mputab 1 es y de qui enes tengan el hábi to 

o la necesidad de consumir estupefacientes o psi cotrópicos, 

en internamiento o en libertad". Es aquí en donde 

encontramos las medidas que se aplican a los inimputables. 

En primer lugar encontramos que el artículo 67 señala 

que para el caso de los inimputables, el juzgador 

dispondrá la medida de tratamiento aplicable en 

internamiento o en libertad, previo el procedimiento 

correspondiente. si se trata de internamiento, el sujeto 

i ni mputab 1 e será internado en al guna i nsti tuci ón para su 

tratamiento. 
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por su parte el artículo 68 dispone que: "Las personas 

inimputables podrán ser entregadas por la autoridad 

judicial o ejecutora, en su caso, a quienes legalmente 

corresponda hacerse cargo de ellos, siempre que se obliguen 

a tomar las medidas adecuadas para su tratamiento y 

vigilancia, 

satisfacción 

garantizando, 

de las 

por cualquier medio 

mencionadas autoridades, 

cumplimiento de las obligaciones contraídas. 

y a 

el 

La autoridad ejecutora podrá resolver sobre la 

modificación o conclusión de la medida, en forma 

provisional o definitiva, considerando las necesidades del 

tratamiento, las que se acreditarán mediante revisiones 

periódicas, con la frecuencia y características del caso." 

La anterior medida implica un tratamiento en libertad, 

ya que en este caso los inimputables no son recluidos en 

una institución sino que son confiados a las personas que 

legalmente corresponde hacerse cargo de ellos. ES 

importante mencionar la facultad reservada a la autoridad 

ejecutora para resolver sobre la modificación o conclusión 

de la medida, para lo cual se requieren revisiones 

periódicas en la persona del inimputable. 

una norma de singular trascendencia al respecto es la 

contenida en el artículo 69, precisándose que en ningún 

caso la medida de tratamiento impuesta por el juez penal, 

excederá de la duración que corresponda al máximo de la 
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pena aplicable al delito. Si al concluir ese tiempo, la 

autoridad ejecutora considera que el sujeto continúa 

necesitando el tratamiento, lo pondrá a disposición de las 

autoridades sanitarias para que procedan conforme a las 

leyes aplicables. 

Lo acertado de este precepto estriba en que impide 

injusticias que pudieran traduci rse en internamientos de 

por vida. Además, no se deja la medida en forma indefinida 

afectándose a los individuos inimputables. 

Finalmente, cabe hacer mención al artículo 69 Bis que 

conti ene, como ya lo veí amos, los casos de i mputabi 1 i dad 

disminuida 

hasta dos 

los cuales si ameritan penas que pueden ser 

terceras partes de 1 a que corresponda al 

delito cometido, o bien, puede ser una medida de seguridad 

consistente en el tratamiento en internamiento, o 

inclusive pueden ser ambas si el juez lo considera 

necesario. 

Tratándose de los menores de edad como inimputables lo 

procedente es que se les apliquen medidas cautelares o 

educativas pero no sanciones penales, aunque insistimos en 

que existe una polémica al respecto pues hay quienes opinan 

que por lo menos quienes tengan entre dieciséis y dieciocho 

años ya deben sufri r 1 as penas correspondi entes. En su 

oportunidad abundaremos sobre este tema por constituir la 

parte fundamental de la presente investigación. 
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CAPITULO II 

LOS MENORES DE EDAD ANTE EL DERECHO PENAL 

1. CONCEPTO DE MENORES INFRACTORES. 

Existe una polémica en torno a lo que debe entenderse 

por menores infractores, agravándose la discusión cuando 

se hace referencia a ellos utilizando expresiones como 

"menores delincuentes" o "delincuencia juvenil". 

La tendencia actual se inclina en el sentido de 

considerar como expresión más acertada la de menores 

infractores, comprendi endo a quienes no han cumpl ido los 

dieciocho años de edad y cometen hechos violatorios de 

1 eyes penales, independientemente de que esos hechos sean 

ocasionales o se cometan de manera habitual. 

para Juan pablo de Tavi ra, "los menores infractores 

serán entonces aquellos sujetos menores de 18 años que 

manifiesten en su conducta un ataque a los bienes 

jurídicamente protegidos por la legislación o que adolecen 

de una naturaleza que los aproxima al delito. Se toma en 

cuenta, para la explicación del fenómeno, el medio ambiente 



o colectividad de la que forma parte el menor, su entorno, 

así como la propia conducta." 25 

Resulta claro que los menores infractores serán siempre 

aquellos sujetos que no han llegado a la mayoría de edad, 

pero realizan conductas que lesionan bienes jurídicos, es 

decir, infringen leyes y reglamentos en perjuicio de otras 

personas o de la comunidad. 

De una manera más sistemática el Dr. sergio García 

Ramírez propone los siguientes conceptos: "Son menores 

infractores, primero, quienes contravienen las normas de 

una ley penal; es decir, se contempla el viejo principio de 

la tipicidad penal, que en el ámbito de los menores ha ido 

decayendo segura y consistentemente. segundo, los que 

contravienen reglamentos. Tercero, los que se hayan en 

estado peligroso. Esto último es importante: la 

peligrosidad es una provincia inasible del comportamiento, 

que no puede sujetarse, fácilmente, a definiciones precisas 

y exactas. ES una zona donde la jurisdicción del órgano 

tutelar se mueve con particular soltura y debiera hacerlo, 

además, con especi al tal ento." ,. 

Es interesante que en el concepto de menores 

infractores se agrega a quienes se encuentran en un estado 

lS DE TAVIRA y NORIEGA, Juan pablo. op. cit. pág. 2114. 
16 GARCIA RAMIREZ, sergio. Manual de Prisiones. op. cit. pág. 642. 
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peligroso, lo cual en nuestro medio y las ci rcunstancias 

actuales permiten apreciar que, efectivamente, hay 

bastantes menores de edad que probablemente no han 

infringido leyes penales o reglamentos pero Su condición 

bajo la influencia de drogas, alcoholismo o asociación con 

otros sujetos puede resultar en un estado peligroso, 

ameritando la intervención del órgano tutelar. 

NO obstante lo anterior, lo más común es atribuir el 

carácter de menores infractores a quienes de manera real 

lesionan bienes jurídicos, violando asi disposiciones 

legales o reglamentarias. 

Al respecto, Octavio Orellana hace una distinción entre 

menor infractor y menor contraventor, proponiendo el uso de 

dichos términos para los siguientes casos distintos: "menor 

infractor para aquellos menores que hayan ejecutado una 

conducta prevista como delito o su conducta pueda señalarse 

como predelincuencial (consumo de drogas, perversiones 

sexuales, etc.); y de menor contraventor, para los menores 

que cometen faltas leves o infracciones a reglamentos 

admini strativos, o bien en forma si stemáti ca desobedezcan 

los reglamentos admi ni strat;vos, o bi en en for~ma constante 

desobedezcan los reglamentos escolares (abandono de las 

aulas o la escuela) o la autoridad de padres o tutores 

(ausencias injustificadas del hogar, etc.)." ,. 

17 ORELlANA WIARCO, octavio A. Manual de criminología. -t"I'cera edición. 
Editorial porrúa. México. 1985. pág. 306. 
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En 1 a opi ni ón del autor ci tado es fundamental la 

distinción entre menor infractor y menor contraventor, pues 

el tratamiento que debe darse a cada uno de ellos es 

distinto habida cuenta que para el contraventor no se 

requiere su internamiento para su corrección, lo cual si 

sería procedente tratándose del menor infractor. 

una pregunta que surge en relación con los menores 

infractores es hasta que edad puede atribuírseles sus 

conductas antisociales para ser sometidos a correcciones 

educativas e internamientos. La Ley para el Tratamiento 

de Menores Infractores resuelve esta cuestión al considerar 

su aplicación para los mayores de 11 años y menores de 18. 

De conformidad con lo anterior podemos deci r que un 

concepto 1 ega 1 de menores infractores comprende a qui enes 

cometen conductas ti pi fi cadas en 1 as 1 eyes pena 1 es 

federales y del Distrito Federal, siempre que se encuentren 

entre los 11 y los 18 años de edad, ya que los menores de 

11 años son sujetos de asistencia social por parte de 

instituciones de los sectores público, social y privado, 

según lo dispone el artículo 6° del ordenamiento legal 

antes invocado. 

En cuanto a 1 a denomi naci ón re 1 ati va a los "menores 

de 1 i ncuentes" o "del i ncuenci a j uveni 1" exi ste ci erta 
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repugnancia para uti 1 izarla en algunos autores, por 

ejemplo, el Dr. Héctor solis Quiroga afirma que es 

inapropiado hacer mención a los menores de edad que cometen 

de 1 itos dándoles el cal ifi cati vo de del i ncuentes, ya que 

son sujetos merecedores de una protección legal y no de un 

desprecio social. Dicho autor considera que: "El concepto 

de 'delincuencia juvenil' se ha formado tradicionalmente 

porque se ponía más atención en el daño causado, que 

en el causante; cuando el daño se encontraba descrito 

en la ley penal y se llamaba delito, al autor se le 

denominaba delincuente, sin importar su edad o su calidad 

humana." 28 

Si tomamos en cuenta el cri teri o domi nante que 

considera a los menores de edad como inimputables, entonces 

se llega a la conclusión de que no pueden ser culpables de 

un delito al no cumplirse precisamente el elemento de la 

culpabilidad. Consecuentemente, tendría que sostenerse que 

un menor de edad no puede ser delincuente en la medida de 

que no es sujeto del Derecho Penal a través del cual se 

sancionan a quienes cometen del itos, 

calificativo de delincuentes. 

recibiendo el 

Sin embargo, hoy en día nadie discute el hecho de que 

hay un gran número de menores de edad que cometen conductas 

28 SOLIS QUIROGA. Héctor. Justicia de Menores. Segunda edición. 
Editorial porrúa. México. 1986. pág. 69. 
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delictivas, y si bien no son acreedores de sanciones 

penal es, si pueden ser someti dos a correcciones apl i cadas 

por un órgano tutelar. 

Existen otros autores que rechazan también la 

denominación de delincuencia juvenil, pero la aceptan bajo 

ciertas limitaciones o condiciones y en virtud del uso 

generalizado que tiene esa expresión. Al respecto, Rafael 

sajón dice lo siguiente: "A pesar de todos los esfuerzos en 

eliminar del vocabulario técnico y vulgar las expresiones 

'menor delincuente' y 'delincuencia juvenil' éstas son de 

uso común en la legislación, en la doctrina universal y en 

la jurisprudencia. Aún renegando de las mismas, nos 

referi remos a ellas determinando el concepto de 

delincuencia juvenil... se utiliza para definir aquellas 

conductas de los jóvenes que son desaprobadas por la 

comunidad, por tanto, determinantes de la intervención del 

poder del Estado y centro del marco de los preceptos 

relativos a la responsabilidad penal." 29 

Es pertinente mencionar que ante el rechazo de la 

expresión "delincuencia juvenil" se han propuesto varias 

denomi naci ones que en algunos casos desvi rtúan 1 a esenci a 

de las conductas delictivas en que incurren los menores de 

edad, por ejemplo, se utilizan términos como los de menores 

19 SAJON, Rafael. Derecho de Menores. Editorial Abeledo-perrot. 
Argentina. 1995. págs. 121 y 122. 
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desadaptados, menores con conductas desviadas o 

antisociales, o simplemente se dice que se trata de menores 

que presentan conductas de inadaptación social. 

En relación con esto, José González del Solar dice 

lo siguiente: " ... el uso de la denominación 'delincuencia 

juvenil' ha sido demasiado controvertido en el terreno de 

las ciencias humanas. -agrega que- Creemos totalmente 

innecesario inventar 

controversia sobre una 

neologismos 

denominación 

para 

tan 

eludir la 

tradicional 

como ajustada a la realidad expresa. Esa más; desde un 

punto de vista estrictamente lógico, la mayor extensión de 

los sucedáneos uti 1 izados disminuye la comprensión del 

concepto e introduce siempre alguna confusión en su 

tratamiento." 30 

Estamos de acuerdo con lo anterior toda vez que, 

efectivamente, puede prestarse a confusión el pretender 

utilizar expresiones como la de "menores inadaptados", pues 

se pierde el enfoque delictivo que amerita un tratamiento 

para los menores que realizan conductas ilícitas. Por lo 

tanto consideramos que lo más conveniente es hablar de 

"menores infractores" lo cual está basado en nuestra 

legislación vigente, pero no desechamos la expresión 

lO GONZALEZ DEL SOLAR, José H. Delincuencia y Derecho de Menores. 
segunda edición. Editorial Depalma. Argentina. 1995. págs. 47 y 48. 

40 



"delincuencia juvenil" para referi rnos al conjunto de 

conductas delictivas en que incurren los menores de edad. 

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación ha emitido algunos criterios jurisprudenciales en 

los cuales utiliza expresiones como la de "menores 

delincuentes", aunque el criterio dominante sigue siendo 

referirse a quienes cometen delitos cuando no han alcanzado 

la mayoria de edad como infractores, lo cual podemos 

apreciar en la siguiente tesis de jurisprudencia: 

"MENORES DELINCUENTES. (LEGISLACION DE TAMAULIPAS). 

El tratamiento tutelar que la ley erige en favor de los 

que comenten i nfracci ones a 1 as 1 eyes penal es, es 

esencialmente temporal y tiende a proteger al infractor 

contra la mala influencia que puede sufrir conviviendo 

con delincuentes de mayor desarrollo mental y de malos 

hábitos adquiridos, supliendo así la falta de desarrollo de 

criterio y de experiencia del menor, y tan es asi, que 

la aplicación de las medidas tutelares que benefician al 

menor, no operan mas que en funci ón de 1 a edad, que el 

artículo 120 del código Penal del Estado faculta a la 

autoridad encargada de la ejecución de sanciones a 

trasladar al menor al establecimiento destinado a mayores, 

cuando 11 ega a los di eci séi s años, que da cabal idea de 

que la protección es temporal y termina cuando se supone 
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que el menor ha alcanzado mayor desarrollo y madurez 

mental." 31 

Debe notarse que aun cuando en el rubro de la 

jurisprudencia anterior se hace referencia a "menores 

delincuentes", en el texto se habla de ellos como 

infractores que ameritan medidas tutelares, esto es. deben 

encontrarse bajo la idea de protección, por ello no es 

posible darles el mismo trato como si fueran adultos. Por 

esta razón insistimos en que la denominación correcta es la 

de menores infractores. 

2. ANTECEDENTES DE LA JUSTICIA DE MENORES. 

En términos generales encontramos a la justicia de 

menores con algunos antecedentes remotos, por ejemplo, en 

las Leyes de Manú, que se aplicaron en la India 

aproximadamente en el siglo XIII antes de Cristo, se 

consideraba que la infancia comprendía hasta los 16 años 

de edad, y los niños que incurrieran en falta. se les 

castigaba "con una cuerda o tallo de bambú, golpeando solo 

en la parte posterior del cuerpo." 32 El autor que cita 

lo anterior, Héctor 501is Quiroga, señala que aún cuando se 

contemplaban en las Leyes de Manú algunos castigos para 

II SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACION. Primera Sala. Quinta Epoca. 
Tomo CXXI. pág. 1132. 
J2S0LIS QUI ROGA , Héctor. op. cit. pág. 3. 
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los menores, se reconocí a su i ncapaci dad ori gi nando una 

falta de aplicación de sanciones severas. 

Algo parecido sucedía en el Derecho Romano en donde se 

di sti nguí a entre impúberes y púberes. LOS primeros tenían 

esa condición a partir de los siete años de edad y 

hasta los nueve y medio años, en al caso de las mujeres, y 

hasta los diez y medio años tratándose de los varones. para 

los impúberes ya se contemplaban algunos castigos con pena 

atenuada. Naturalmente, para los púberes que en general 

eran los mayores de doce años se preveían algunas sanciones 

más cuando cometieran delitos, pero siempre aplicando penas 

atenuadas. 

Dentro del Derecho Romano el cuerpo legislativo más 

importante fue la Ley de las Doce Tablas, mediante la cual 

se procuró establecer un status particular en torno a los 

menores de edad que cometí an del i tos . Al respecto, el Dr. 

Se rgi o Garcí a Ram; rez señala: " ... que en 1 a Ley de 1 as Doce 

Tablas se dada al menor un tratamiento legal que atenuaba o 

excluía la pena aplicable con un régimen diferenciado al 

del adulto." l3 

Las penas atenuadas previstas en el ordenamiento 

aludido se contemplaban para los menores que cometían 

JJ GARCIA RAMIREZ, sergio. La Imputabilidad en el Derecho Penal 
Mexicano. Instituto de Investigaciones Jurídicas. UNAM. México. 1968. 
pág. 20. 
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infracciones de poca cuantía, por ejemplo, cuando se 

robaban objetos cuyo precio era insignificante. pertenecer 

al sexo femenino también fue motívo de atenuante, según el 

propío cuerpo legal de referencia. 

Debe mencionarse que en el siglo VI d.c. existieron 

algunas variantes en cuanto a la edad para determinar 

cuando se consideraba el carácter de impúber, puber y 

completamente imputable: los menores de siete años se 

consideraron excluidos de responsabilidad; de los siete a 

los nueve años y medio, si era mujer, se le consideraba 

impúber, por lo tanto era inimputable, pero si era hombre 

ya se le consideraba con cierta responsabilidad, pero se 

procuró no sancionar de la misma manera a un menor en 

comparación con el adulto. 

por lo tanto, históricamente ha existido una tendencia 

proteccionista a favor de los menores y aún cuando en 

ocasiones se han considerado algunas sanciones para ellos 

se ha hecho en forma mesurada y en proporción a la edad de 

los menores, aunque esto no siempre ha sido así pues no 

faltan las excepciones que demuestran crueldades aplicadas 

a los menores de edad. 

En el antiguo Derecho Germánico se estableció en la Lex 

Sálica que la minoría de edad en materia penal se alcanzaba 
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a los doce años de edad, considerándose involuntario el 

delito que se llegara a realizar antes de esa edad. 

posteriormente, mediante la Constitutio criminalis carolina 

se determinó, ..... que no se aplicaría la pena de muerte a los 

1 adrones menores de 14 años ... " 34 

En los siglos XVII y XVIII, Al emani a se caracteri zó 

por su trato cruel hacia los menores de edad, llegando al 

extremo de aplicar la pena de muerte a menores de ocho años 

y para quienes tuvieran más de diez años se practicó con 

ellos la hoguera. Fue hasta el presente siglo cuando su 

legislación proteccionista de los menores se estableció, 

surgiendo en el año de 1908 los jueces de menores. 

En el Derecho canónico se consideró inimputables a los 

menores de 7 años por carecer de malicia. cuando se tenía 

de 7 a 12 años en el caso de las mujeres, y de 7 a 14 años 

tratándose de los varones, la responsabilidad era dudosa, 

pero se resolvía la cuestión con base en el discernimiento, 

lo cual significaba que si el menor había manifestado 

cierta malicia en sus actos se le sancionaba, en caso 

contrario no procedia pena alguna. 

Por otro lado, en Inglaterra se admitió durante el 

siglo x que no se aplicaría la pena de muerte a niños 

menores de 15 años, siempre que fuera la primera vez 

14 SOLIS QUIROGA, Héctor. op. cit. pág. 4. 
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que delinquiera. Más tarde en el siglo XIII, se determinó 

que los menores de 12 años no serían condenados por delitos 

de robo. 

por lo que respecta a España, tenemos que en la Ley de 

las siete partidas, expedida en el año de 1263, se excluye 

de responsabi 1 i dad al menor de 14 años por del i tos de 

adulterio, aunque si podia ser castigado por otros delitos 

como robo o lesiones, con una pena atenuada, y para los 

menores de diez años y medio no procedía ninguna especie de 

responsabilidad. 

Héctor Solis Qui roga comenta que: "En 1407 se creó Cen 

España) el Juzgado de Huérfanos, consecuencia de las 

amplísimas facultades que se concedieron al curador de 

Huérfanos por el Rey don Martín, apodado 'El Humano'. En 

dicho juzgado se perseguían y castigaban los delitos de los 

huérfanos. Ello fue debido que no se consideraba el rey con 

suficiente potestad para entender los delitos de los 

menores. 1I 
35 

Afortunadamente, la situación fue mejorando para los 

menores estableciéndose normas y asociaciones con el fin de 

proteger a los niños que cometian delitos. En el Código 

Penal español de 1822 se declaró la irresponsabilidad de 

los menores hasta los siete años de edad; de los siete a 

lS SOlIS QUI ROGA , Héctor. op. cit. pág. 10. 
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los diecisiete años se investigaba su grado de 

discernimiento, si se obraba sin él no había 

responsabilidad, pero si lo había, se aplicaban algunas 

penas atenuadas. 

Los antecedentes más importantes en torno a la justicia 

de menores empezaron a darse en el siglo pasado. En efecto, 

en el año de 1847 surgió en Inglaterra un documento legal 

que establecía una jurisdicción sumaria para juzgar a los 

menores que tenían entre 14 y 16 años. En Australia del 

sur, hubo una orden ministerial en 1889, legalizada en 

1895, estableciendo locales especializados para juicios de 

menores de 18 años, organi zándose además para éstos el 

sistema de prueba. Así mismo, según relata Laura Sánchez 

obregón, desde 1894 se autorizó en Canadá a los jueces 

para que en ciertos casos celebraran en su propio despacho 

los juicios de los menores. por su parte, Rusia fijó en 

1897 una ley sobre jóvenes delincuentes, considerando que 

los menores entre 10 y 17 años fueran juzgados a puerta 

cerrada y separadamente de los adultos. 36 

El dato considerado de mayor trascendencia dentro de 

los antecedentes que nos ocupan es la creación del primer 

tribunal para menores, derivado de la Ley que reglamenta el 

tratamiento y control de menores abandonados, descuidados y 

36 SANCHEZ OBREGON, Laura. Menores Infractores y Derecho Penal. 
Editorial Porrúa. México. 1995. págs. 31 y 32. 
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delincuentes, expedida en 1899 en chicago. DOS años después 

surgió otro tribunal juvenil en Denver, colorado, y 

posteriormente fueron estableciéndose más tribunales para 

menores en diversos lugares de los Estados unidos de 

América, así como en otras partes del mundo. 

En nuestro territorio existen algunos antecedentes 

interesantes sobre el tema que nos ocupa. Durante el 

periodo prehispánico hubo algunos códigos que regularon la 

situación de los menores que cometían delitos. "En el 

código de Netzahualcóyotl, los menores de diez años estaban 

exentos de castigo, después de esa edad, el juez podía 

fijar pena de muerte, esclavitud, confiscación de bienes o 

destierro. En el Código Mendocino se describen los 

castigos a niños entre 7 y 10 años. Se les daban 

pinchazos en el cuerpo desnudo con púas de maguey, se les 

hacia aspirar humo de chile asado o permanecer desnudos 

durante todo el día atados de pies y manos, comer durante 

el dia sólo una tortilla y media, etc." 37 

En la época colonial al darse la conquista por los 

españoles se originó una grave situación para los 

natural es, especialmente para los menores quienes fueron 

sometidos no solo a castigos sino a trabajos excesivos y 

agobiantes. Durante los primeros años de la colonia Se 

17 MARI N HERNANDEZ, Genia. 
Infractores en el Distrito 
Humanos. Colección Manuales. 

i toria el Tra amien 
Federa. Comisión Naciona 
México. 1991. pág. 14. 

los Men r 
de Derechos 
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ap 1 i caron 1 as 1 eyes español as vi gentes en aquel ti empo, 

pero posteriormente surgieron las Leyes de Indias con un 

carácter proteccionista a favor de los naturales, 

incluyendo a los menores de edad. 

Genia Marin, comenta que: "LOS menores abandonados y de 

conducta irregular, eran enviados al colegio de San 

Gregorio, Y en forma particular al Hospital de los 

Betlemitas quienes enseñaban las primeras letras y eran 

conocidos por el rigor con el que trataban a los niños; 

costumbre que se hizo frecuente también en las escuelas que 

no eran correccionales .. ," 38 

En realidad fueron los grupos religiosos quienes 

trataron de disminuir el maltrato y los castigo que se 

imponian a los menores. Concretamente fueron los 

franciscanos quienes trajeron un tribunal para menores con 

el propósito de implantar justicia para los niños acusados 

de cometer algún delito. 

por lo que respecta a la justicia de menores en el 

México Independiente, tenemos como primer antecedente el 

Código penal de 1871, en el cual se consideró que los 

menores de 9 años estaban exentos de toda responsabilidad, 

pero quienes estuvieran entre 9 y 14 años se encontraban en 

una situación dudosa Que debía ser resuelta mediante un 

la MARIN HERNANDEZ, Genia. op. cit. pág. 16. 
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dictamen para precisar si había o no responsabilidad; y los 

que estuvieran entre 14 y 18 años de edad eran considerados 

con plena responsabilidad, pues se consideraba que ya 

tenían un discernimiento que los hacía capaces, aunque 

existía una atenuación en cuanto a las penas previstas para 

los meno res. 

En el presente siglo empezaron a surgir proyectos para 

resolver la situación de los menores que cometían delitos. 

En 1908 hubo un intento de reforma legal sobre la materia y 

en 1920 hubo un proyecto proponiendo la creación de un 

tribunal protector del hogar y de la infancia, pero fue 

hasta ellO de diciembre de 1926 cuando se funda el 

Tribunal para Menores del Distrito Federal, teniendo un 

carácter proteccionista a favor de los menores, 

brindándoles el tratamiento que requirieran de acuerdo a su 

situación. 

El 30 de marzo de 1928 se expi di ó 1 a ley sobre 1 a 

prevenci ón Soci al de 1 a Del i ncuenci a Infanti 1 en el 

Di stri to Federal y Territorios. Comentando este 

ordenamiento, Roberto Tocavén García dice: "Esta ley 

substraía a los menores de 15 años del código' penal, cosa 

que representó una avance extraordinario, sobre todo 

porque en su articulado prevenía que la policía y los 

jueces del orden común no deberían tener más intervención 

50 



respecto de los menores, que enviarlos al Tribunal 

competente." 39 

En relación con el código penal de 1929, Antonio 

Sánchez Ga1indo comenta 10 siguiente: "El código A1maraz 

de 1929, declaró al menor socialmente responsable con 

objeto de sujetarlo a tratamiento educativo otorgado por el 

tribunal de menores. Existió un sistema de sanciones 

importante: arrestos escolares, 1 ibertad vigilada, 

reclusión en establecimientos de educación correccional, 

colonia agrícola y/o navío escuela. Los jueces tenían 

libertad en el procedimiento, pero sujetos a las normas 

constitucionales. La edad penal se redujo a los 16 

años." 40 

El códi go penal de 1931 mantuvo a los menores de edad 

dentro de su artícu1ado original, aunque elevó la edad 

límite de responsabilidad a los 18 años, teniendo el 

acierto de señalar medidas aplicables a los menores para su 

corrección educativa. 

Mediante el código Federal de procedimientos penales 

promulgado en el año de 1934, se concede a los Tribunales 

Local es para Menores 1 a j u ri sdi cci ón y competenci a 

19 TOCAVEN GARCIA, Roberto. Menores Infractores. Editorial Porrúa. 
México. 1993. pág. 20. 
-.10 SANCHEZ GALINO. Antonio. Antecedentes de la Justicia de Menores en 
México. En Memoria del congreso Nacional en Materia de Menores 
Infractores. secretaría de Gobernación. Mexico. 1997. pág. 22. 
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necesarias para conocer de las infracciones del orden 

federal cometidas por menores de edad. Ese mismo año surgió 

el primer Reglamento de los Tribunales para Menores y sus 

Instituciones Auxiliares, el cual fue sustituido en 1939 

por un segundo Reglamento. 

El 22 de abril de 1941 fue promulgada la Ley orgánica y 

Normas de Procedimiento de los Tribunales para Menores y 

sus Instituciones Auxiliares en el Distrito y Territorios 

Federales, la cual tuvo una larga vigencia pues fue 

abrogada por la Ley que crea el consejo Tutelar para 

Menores Infractores del Distrito Federal, publicada en el 

Diario Oficial de la Federación el 2 de agosto de 1974. 

Este último ordenamiento legal tuvo algunas 

deficiencias al regular la situación de los menores de edad 

que cometían delitos, pero lo más grave es que incurrió en 

algunas inconstitucionalidades según lo declaró en su 

oportunidad la Suprema Corte de Justicia de la Nación, como 

puede apreciarse en la siguiente tesis de jurisprudencia: 

"MENORES INFRACTORES DEL DISTRITO FEDERAL. LEY QUE CREA 

LOS CONSEJOS TUTELARES (PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE 

LA FEDERACION DEL 2 DE AGOSTO DE 1974). EL PROCEDIMIENTO 

QUE ESTABLECE ES VIOLATORIO DEL ARTICULO 14 CONSTITUCIONAL. 

De los artículos 10., 40., 14 Y 18 de la Constitución se 

desprende, no sólo que las garantías establecidas favorecen 
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a los menores de edad, sino además que éstos deben gozar de 

especial apoyo y protección, de modo que si por conductas 

que implican infracciones a las leyes las autoridades deben 

apl icarles medi das de seguri dad que entrañen privarlos de 

su libertad o de sus derechos, deben ser oidos previamente, 

extremo que no garantiza el procedimiento establecido por 

la Ley que crea los consejos Tutelares para Menores 

Infractores del Distrito Federal (publicada en el Diario 

Oficial de la Federación del 2 de agosto de 1974), en 

virtud de que no da oportunidad al menor para que 

intervenga en su defensa por conducto de sus padres, 

tutores o quienes ejerzan la patria potestad o del 

profesionista de su confianza, beneficio este último de que 

gozan aun los adultos procesados penal mente , sin que baste 

para subsanar tal violación la circunstancia de que los 

articulos 15, 27, 31, 35, 40, 58 Y demás relativos de la 

ley reclamada establezcan, como órgano auxiliar oficioso, 

la figura del promotor, sobre el que recaen las facultades 

tutelares de defensa del menor, inclusive la de interponer 

recursos, en vi rtud de que su intervención impositiva y 

excluyente no responde con plenitud a las garantias que se 

establecen, precisamente, en interés del menor y que 

corresponde ejercitar, en principio, a quien ejerce la 

patri a potestad o tutori a." 41 

(1 GACETA DEL SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEOERACION. pleno. Octava Epoca. 
Tomo 86-2, Febrero de 1995. Tesis P. V/95. pág. 18. 
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A pesar de los defectos de la Ley que crea los consejos 

Tutelares para menores, tuvo algunos méritos que no 

pueden dejar de señalarse. Al respecto, Elena Azaola 

Garrido señala que: "Esta ley participaba del espiritu 

'humanizador' que caracterizó a la reforma penitenciaria en 

su conjunto. LOS cambios de denominación son expresivos de 

esta tendencia: en vez de tribunal, 'consejo', en vez de 

juez, 'consejero', en vez de penas, 'medidas de corrección' 

o de I protecci ón I ." 42 

Finalmente, se promulgó el 19 de febrero de 1991 la 

Ley para el Tratamiento de Menores Infractores, para 

el Distrito Federal en materia común y para toda la 

República en materia federal, la cual fue publicada en 

el Diario oficial de la Federación el 24 de diciembre de 

ese mismo año, encontrándose vigente hasta nuestros dias, 

acerca de la cual haremos algunos comentarios en el 

capitulo siguiente. 

3. EL DERECHO PENAL PARA MENORES INFRACTORES. 

En la década presente ha existido una abundante 

doctrina respecto a los derechos humanos, la cual no podia 

faltar en su aplicación hacia los menores infractores, por 

ello no es extraño que encontremos también más 

42 AZAOLA GARRIDO, Elena. La Institución correccional en México: Una 
Mirada Extraviada. Editorial siglo XXI. México. 1990. pág. 146. 
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disposiciones con un carácter tutelar y proteccionista a 

favor de quienes siendo menores de 18 años cometan 

conductas ilícitas. 

Dentro de la doctrina podemos mencionar al Dr. sergio 

Garcí a Ramí rez qui en dedi ca en una de sus obras todo un 

apartado relativo al "Derecho penal especial para 

menores infractores". 

deben estar bajo 

para dicho autor los menores de edad 

una idea tutelar orientada a la 

rehabilitación de los menores que incurren en conductas 

delictivas, para lo cual deben ser sometidos a 

tratamientos y no a sanciones. 

El mismo autor mencionado refiere que existe una "idea 

penal" aplicable al menor infractor, mediante la cual se le 

sigue considerando como delincuente mereciendo la 

aplicación de sanciones. Naturalmente, para el maestro 

sergi o Garcí a Ramí rez es más acertada 1 a "i dea tutelar", ya 

que "el concepto tutelar no llama penas a las medidas para 

menores infractores, ni "tribunales penales a los consejos 

tutelares, ni jus puniendi a la atribución del Estado para 

actuar con respecto a di chos menores. Supone que en estos 

casos el Estado asume una misión completamente distinta, a 

la que corresponden organismos, tratamientos y medidas 

diferentes ... Esa es la tarea que el Estado asume, y no otra: 

la de tutela, no la de punición. ES muy diferente lo que 
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sucede en el caso de los adultos, que ya no están sujetos a 

patri a potestad o tutela." 43 

La tendenci a domi nante acerca de los menores de edad 

que cometen conductas delictivas es la de excluirlos del 

Derecho penal, o bien, hablar, como 10 hace el autor 

citado, de un Derecho penal especial para menores 

infractores, en donde dichos menores no sean considerados 

como delincuentes, y por consiguiente, como sujetos del 

Derecho penal, por 10 que no es posible atribuirles las 

mismas sanciones y el mismo trato que procede para los 

adultos que cometen delitos. 

En consecuencia, ha prevalecido la idea tutelar a favor 

de los menores, aunque debido a la situación social, 

económi ca y cu 1 tu ra 1 de nuestros días ha surgido una 

postura que está teniendo mucha aceptación en varios 

códigos penales de la República, nos referimos al criterio 

garantista que procura el bienestar y la protección de los 

menores de edad que delinquen. 

por lo anterior podemos decir que el Derecho penal para 

menores ha estado oscilando entre un criterio tutelar y 

otro garantista, existiendo diversas posturas al respecto, 

pero en todo caso habiendo críticas de diversa índole, por 

ejemplo, Albrecht HanS-JOrg dice lo siguiente: "puede 

4) GARCIA RAMIREZ, sergio. proceso Penal v Derechos Humanos. segunda 
edición. Editorial Porrúa. México. 1993. pág. 289. 
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observarse a nivel internacional un malestar de gran 

alcance frente a la imposición y ejecución de sanciones 

privativas de libertad respecto de menores. por lo demás. 

la crítíca a la respuesta jurídíco-penal frente al mal 

comportamiento juvenil o la criminalidad de menores se 

remonta mucho en el tiempo. Esta crítica comienza de forma 

muy general con la verificación de que el sistema de 

tribunales tutelares de menores y el Derecho penal de 

menores no hayan podi do cump 1 i r su 1 egi ti mador come ti do 

educativo. ti 44 

El autor citado enfatiza que ni el sistema tutelar ni 

el Derecho Penal de menores han sido capaces de resolver 

los problemas de delincuencia en que incurren los menores 

de edad. mucho menos han sido eficaces las medidas 

adoptadas habida cuenta la falta de educación y correcci ón 

que se busca en ese grupo de p~rsonas que cometen 

delitos. 

LO anterior ha motivado nuevas tendencias respecto 

hacia los menores infractores. En este sentido ha ido 

surgiendo lo que se conoce en términos generales como 

"Derecho de Menores". el cual comprende el estudio de los 

menores de edad tomando en cuenta todas sus circunstancias 

44 ALBRECHT, HanS-Jarg. Las sanciones en el Derecho penal de Menores. 
una comparación de las Medidas privativas de Libertad y no privativas 
de libertad Ba' 1 LuZ e la Inv s, ión Crimlnoló , a. Cuader.nos 
del Instltut.o de Investlgaclones Jurl leas. Año 4. Numero 10. UNAM. 
México. 1989. pág. 155. 
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y aspectos legales como son el civil, laboral, familiar, 

penal y desde luego el constitucional. Esto significa que 

la situación de los menores debe ser analizada en su 

contexto completo y no de manera aislada, desde el punto de 

vista penal solamente. Esto es asi en virtud de que los 

menores requieren un trato especial en todo sentido debido 

a su formación y necesaria protección. 

Al respecto, Rafael sajón es autor de una obra que 

precisamente lleva el titulo de "Derecho de Menores", en 

donde expresa lo siguiente: "Llegamos entonces a la esencia 

de este nuevo Derecho de Menores. Hacer justicia consiste 

aquí, el interpretar las normas específicas de manera tal 

de garantizar la no vulnerabilidad de los derechos 

esenciales del joven en conflicto con la ley penal y así, 

determinar la intervención legítima del Estado en procura 

de una adecuada educación ya sea, fortificando el ejercicio 

pleno de los deberes y derechos paternos o bien, 

sustituyéndolos cuando se carezca de éstos. Este Derecho 

deshecha el castigo como solución por cuando no considera 

'delincuente' al joven en conflicto con la ley penal. Toma 

como nueva y verdadera justicia el principio del amor que 

yace más allá de todo orden posterior a la realidad social 

y que nos lleva por la via de la comprensión racional a la 

educaci ón, a 1 a protecci ón." 45 

45 SAJON, Rafael. op. cit. pág. 124. 
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Estamos de acuerdo con esta nueva tendencia toda vez 

que lo más acertado es considerar al menor de edad de 

una manera global, es decir, como sujeto del Derecho, 

mismo que si bien se ha dividido en varias ramas eso no 

significa que de manera aislada puedan ser consideradas 

todas ellas para llegar a tratos parciales e 

indiscriminados. Así, es correcto hablar de un Derecho de 

Menores, dentro del cual existe un Derecho penal para los 

menores infractores. 

Este último sólo podrá tener éxito en la medida que 

estudie a los menores de edad en ese ampl io campo del 

Derecho de Menores, cuyo objetivo general es procurar el 

bienestar integral de quienes no han alcanzado la mayoría 

de edad, requi riendo por lo tanto más educación y 

protección, aún cuando incurran en conductas del i ctivas. 

Consecuentemente, se requieren reformas legales tendientes 

a mejorar la situación de los menores, sin que esto 

implique adoptar del todo una actitud paternalista que 

tolere sus conductas delictivas, las cuales deben ser 

corregidas de manera efectiva, como se propondrá en el 

capitulo cuarto. 

4. LA POLITICA CRIMINAL RESPECTO A LOS MENORES. 

ES importante referirnos a la politica criminal en 

cuanto a su apl i caci ón en materia de menores infractores, 
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para ello debemos partir de un concepto elemental de la 

política Criminal, que en términos generales puede ser 

definida como una ciencia que se encarga de estudiar todo 

lo relativo al mejoramiento de las leyes penales, 

procesales penales y de ejecución penal, teniendo por 

objetivo principal la prevención de la delincuencia. 

para el maestro Fernando castellanos Tena la política 

criminal puede ser definida como "la ciencia conforme a la 

cual el Estado debe realizar la prevención y la represión 

del delito. En realidad, esta disciplina no es sino el 

aprovechamiento práctico, por parte del Gobierno, de los 

conocimientos adquiridos por las ciencias penales, a fin de 

dictar las disposiciones pertinentes par el logro de la 

conservación básica del orden social." 46 

por lo tanto, mediante la Política Criminal se 

pretenden establecer medidas adecuadas para combatir la 

delincuencia, pero lo más significativo es buscar 

soluciones previas para disminuir los indices de 

delincuencia, por ello, se establecen formas de prevención 

del delito, asi como el mejoramiento de la legislación 

penal y procesal penal. 

Ahora bien, aplicando lo anterior a los menores 

infractores podemos decir que no se ha logrado una avance 

~ CASTELLANOS TENA, Fernando. op. cit. pág. 29. 
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determi nante en cuanto a 1 a Po 1 í ti ca Cri mi na 1, sobre todo 

si tomamos en consideración el hecho de que en las décadas 

pasadas se procuró dejar fuera a los menores no sólo del 

Derecho penal, sino de las ciencias penales en general, por 

lo que la política Criminal para menores no tuvo un 

desarrollo considerable. 

Afortunadamente existe una nueva tendencia respecto al 

trato que debe darse a los menores infractores y su 

relación con el Derecho. Al respecto encontramos muy 

acertadas las palabras de Roberto Larios valencia, quien 

propone lo siguiente: "un retorno al mundo de las garantías 

procesales del menor, y es que perdimos la brújula cuando 

dijimos que el menor debia estar fuera del Derecho penal, 

ya que tal 'estar fuera' sólo era pertinente en lo 

perjudicial y aflictivo, nunca en lo benéfico y 

jurídicamente positivo. Existe, pues, 

j u ri di zar nuevamente el p rocedi mi ento 

1 a tendenci a 

de menores, 

a 

a 

someterlo a las reglas del Derecho. La primera tarea, como 

lo han sostenido las Naciones unidas, es la de distinguir 

la llamada justicia antes del delito de lo que sería la 

justicia después del delito. La primera es una cuestión de 

la justicia social que debe ser resuelta no sólo por las 

instancias estatales, sino también los organismos y medios 

privados. Quien educa, alimenta, guía, orienta y atiende, 

está realizando un tipo de prevención en la que nada tienen 
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que hacer los Tribunales de Menores, cualquiera que sea 

el nombre que se les asigne." 47 

En efecto, cuando se pretendió dejar fuera a los 

menores del Derecho Penal se 1 i mi tÓ el avance normati vo 

sobre una regulación eficaz para ellos, por lo tanto, no 

pudo haber un mejoramiento en la legislación específica 

para menores, ni tampoco se pensaba en una política 

Criminal que ordenara las normas existentes para imparti r 

justicia hacia los menores de edad que incurrieran en 

conductas delictivas. 

Actualmente se están considerando mayores opciones 

legislativas para regular de manera correcta la situación 

de los menores, una muestra de ello es la vigente Ley para 

el Tratamiento de Menores Infractores. Además, en los 

Programas de Procuracíón de Justicía se están adoptando 

algunas medidas en torno a dichos menores. 

Efectivamente, en el programa de procuración de 

Justicia para el Distrito Federal 1995-2000 se dice lo 

siguiente: "En el caso de la Ciudad de México y de su área 

metropolitana es innegable que la crisis económica ha 

traído como consecuencia el agravamiento de la desigualdad, 

el incremento en el desempleo y una sensible disminución en 

~7 LARIOS VALENCIA, Roberto . .Justicia de Menores y Farmacodeoendencia. 
Revista penitenciarista. Colección Manuales. comisión Nacional de 
Derechos Humanos. México. 1991. pág. 67. 
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los ingresos familiares. Esto explica en cierta medida, el 

crecimiento de los delitos patrimoniales ... También, el reto 

que ha significado la atención a un muy numeroso grupo de 

la población en edad estudiantil, ha repercutido, como era 

inevitable, en la calidad de la educación. Esto afectó a la 

transmisión y asimilación de valores y se tradujo en el 

desapego de las cualidades cívicas. la desintegración 

familiar es un hecho del mundo moderno, que tambíén ha 

trastocado los princípios morales que durante décadas se 

habían arraigado." 48 

lOS datos anteriores están íncluidos dentro del rubro 

de "pri nci pal es factores criminógenos", los cuales si rven 

de base para establecer los lineamientos de la política 

Criminal a seguir durante el presente régimen, lo que se 

confirma con lo que se expone en el mismo Programa 

estableciéndose lo siguiente: 

"lO anteriormente expuesto debe tomarse en cuenta para 

revi sar deteni damente el enfoque de 1 a po 1 í ti ca cri mi na 1 . 

Hoy en día, para frenar la tendencia de masificación 

delictiva, debe enfatizarse en el combate a la miseria y al 

desempleo, crear mecanismos que neutralicen la apología de 

los delitos prevalecientes en algunas expresiones sociales, 

mediante el fortalecimiento de los valores éticos y las 
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cualidades cívicas. Estas medidas y otras pertinentes, como 

el reforzamiento de las instituciones de seguridad pública 

y de procuración e impartición de justicia, deben formar 

parte de la aplicación de mecanismos preventivos y 

disuasivos de la criminalidad Que, debidamente 

cohesionados, conformen una política criminal de carácter 

integral." 49 

Como puede apreciarse es necesario tomar en cuenta los 

factores criminógenos o causas Que originan la delincuencia 

para Que puedan establecerse las bases de una acertada 

política criminal, la cual tendrá éxito en la medida Que 

establ ezca los planes necesarios para preveni r la 

delincuencia combatiendo precisamente las causas 

motivadoras de la misma. 

Tratándose de la delincuencia juvenil se considera Que 

los factores Que la propician pueden agruparse en dos 

secciones; la primera se refiere a factores 

constitucionales en general, o de tipo orgánico, entre los 

cuales están la herencia, deficiencias orgánicas, 

trastornos funcionales y la falta de higiene, entre otros; 

por otro lado están los factores derivados del medio 

ambiente, entre los cuales están la familia, la escuela y 

1 a comuni dad. 

~9PODER EJECUTIVO FEDERAL. op. cit. pág. 16. 
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Para establecer una Política Criminal adecuada para los 

menores infractores es i ndudab 1 e que deben tomarse en 

consideración esos factores o causas que motivan la 

comisión de conductas ilícitas, para que pueda entonces 

planearse adecuadamente la prevención de la delincuencia 

juvenil. 

Sobre los factores se dice con acierto que los menores 

de edad reciben mucha influencia de su medio ambiente, el 

cual si no es favorable provocará conductas antisociales 

y delictivas. Al respecto, Mariano Ruíz-Funes dice lo 

siguiente: "sobre el adulto llegado a su completo 

desarrollo, el medio puede realizar una obra desintegradora. 

por profunda que sea esta desintegración, en el adulto 

subsiste siempre factores individuales triunfantes. En 

cambio, su obra puede superar la desintegración con 

respecto al menor y llegar a transformarlo por completo." so 

Cabe mencionar que el anterior comentario se hizo en 

la década de los cincuentas, pero actualmente sigue 

manteniendo vigencia y realidad, de tal manera que 

algunos autores han escri to en 1 a década presente 

ratificando lo anterior, por ejemplo, Roberto Tocavén 

García comenta lo siguiente: "Refiriéndonos a los elementos 

etiológi cos de 1 as conductas infractoras, hemos señalado 

SO RUIZ-FUNES. Mariano. criminalidad de los Menores. Imprenta 
Universitaria. México. 1953. pág. 45. 
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que éstos son múltiples y de su amalgama resulta este 

proceder que i nci de en 1 a norma. En el grupo de factores 

sociales que originan el mal que aqueja a nuestra juventud 

señalaremos entre los más importantes: La sociedad; la 

familia; la ciudad; la vivienda; las malas amistades y los 

medios de difusión." 51 

por nuestra parte consideramos que los factores 

sociales como la familia, el grupo de amistades, la escuela 

y el vecindario son determinantes en el comportamiento de 

los menores. ESOS factores habrán de ser tomados en cuenta 

por la política Criminal para combatir las causas que 

originan delincuencia juvenil. 

sin lugar a dudas falta mucho por hacer en materia de 

política Criminal respecto a los menores, pero lo más 

importante es utilízar todos los elementos, instrumentos e 

información con que se cuente para buscar una prevención 

más que una reprensi ón de 1 as conductas i 1 í ci tas de los 

menores. 

5. LA DELINCUENCIA JUVENIL EN MEXICO. 

La delincuencia de menores en nuestro país ha ido en un 

aumento constante, iniciándose ese incremento considerable 

}I TOCAVEN GARCIA, Roberto. Elementos de criminologia Infante Juvenil. 
Editorial Porrúa. México. 1991. pág. 71. 
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a partir de la crisis económica de 1994, pero aun en los 

años anteriores hay regi stros de un gran porcentaje de 

menores cometiendo conductas ilicitas, por ejemplo, en el 

año de 1982 hubo un total de 3554 menores que ingresaron al 

consejo Tutelar del Distrito Federal, para el año siguiente 

el número fue de 6272. LOS ingresos al Consejo Tutelar 

estuvieron fluctuando entre las cantidades mencionadas 

hasta llegar a establecerse en 1990 un promedio de 5000 

casos registrados. 52 

cabe destacar que la cifras anteriores, aunadas a las 

violaciones de derechos humanos contra menores y el 

incumplimiento de los objetivos que tenia el consejo 

Tutelar del Distrito Federal motivaron una falta de 

credibilidad en esa institución, por lo tanto fue necesario 

eliminarla junto con su sistema y organización previstos 

en la Ley que crea el Consejo Tutelar para Menores 

Infractores de 1974. 

Refi ri éndose a 1 as defi ci enci as de 1 a 1 ey invocada y 

del propio Consejo, Laura sánchez obregón dice que; 

"un análisis actual del problema lleva a reconocer que 

no se produjeron los cambios esperados; los consejos 

Tutelares para Menores no cumplieron la función 

humanizadora. Además, la delincuencia juvenil ha 

51 Datos proporcionados por TQCAVEN GARCIA, Roberto. Menores 
Infractores. op. cit. pág. 42. 
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evolucionado cuantitativa y cualitativamente proporcionando 

nuevos aspectos criminógenos e índíces de reincidencia que 

podrían atribuirse -en ocasiones- a la convergencia de un 

conjunto de factores entre los que no se descartan los 

originados por las propias instituciones de reclusión para 

menores." 53 

Indudablemente estamos en presencia de un incremento 

substancial en la delincuencia de menores, de tal manera 

que en nuestros días existen "bandas" o asociaciones de 

menores dedicadas a la comisión de delitos, algunos de 

ellos graves como los de homicidio y robo con violencia. 

Por otro lado, sufrimos las consecuencias de instituciones 

para menores que lejos de resolver el problema lo 

aumentaron, ya que esas instituciones se estaban 

convirtiendo en "colegios del crimen" en lugar centros de 

rehabilitación. 

LOS datos más recientes siguen revelando un alto 

porcentaje en la delincuencia juvenil, por ejemplo, "de 

diciembre de 1994 a junio de 1995 fueron detenidos 1696 

menores de edad por la comisión de diversos delitos, entre 

ellos, 27 homicidios, 31 delitos sexuales, 981 robos y 295 

lesiones ... cifras de la procuraduría General de Justicia del 

Distrito Federal (PGJDF), que fueron entregadas a la cámara 

de Di putados j unto con e 1 proyecto de programa de 

5J SANCHEZ OBREGON, Laura. op. cit. págs. 79 y 80. 
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procuración de Justicia del DF, indican que 68 por ciento 

de los delitos de menores son cometidos por jóvenes entre 

16 y 17 años de edad." '4 

Sin lugar a dudas los datos anteriores son de mucha 

trascendencia, especialmente si tomamos en cuenta que los 

menores que están cometiendo más delitos se encuentran 

entre 1 os 16 y 17 años de edad, lo cual ha reavi vado con 

mucha intensidad el debate sobre esos menores para ser 

considerados como imputables, y por tanto sujetos de 

De recho Penal. 

para fines de 1995 el número de menores infractores 

ascendió a 2961 y hasta mediados de 1996 se seguían 

reportando incrementos considerables, estimándose que cada 

día cometían 12 delitos los menores de edad. Así, por un 

lado tenemos un alto índice de delincuencia juvenil, pero 

por el otro lado se siguen registrando violaciones a los 

derechos humanos de los menores, según se confirma mediante 

el Informe de la (omisión Nacional de Derechos Humanos 

correspondiente al periodo comprendido entre junio de 1990 

a mayo de 1996, en donde por lo menos 32 Recomendaciones se 

emi ti eron en re 1 aci ón con centros de i nternami ento para 

menores infractores. 15 

~4 Datos obtenidos en LA JORNADA, de fecha 31 de Julio de 1995. 
j' cfr. COMISION NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS. sistema penitenciario y 
Derechos Humanos. Balance de labores Realizadas por la CNDH (1990-
1996). Comls;ón Nacional de Derechos Humanos. México. 1996. págs. 20 
y 21. 
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En resumen podemos afirmar que persiste la problemática 

derivada de la delincuencia de menores en nuestro pais, 

pues se si guen cometi endo muchos del i tos por parte de 

los menores, especialmente los que atentan contra el 

patrimonio, la vida y la integridad de las personas, es 

decir, el robo, homicidio y lesiones son los delitos 

más realizados por quienes no han alcanzado la mayoria de 

edad. 

Sin embargo, por otro lado, se llevan a cabo abusos 

haci a los menores, además I no se cuenta con 1 as 

instituciones necesarias para dar la atención debida a 

quienes siendo menores de edad han infringido las leyes 

penales, tampoco hay un personal especializado para darles 

el trato adecuado, por esa razón no ha funcionado el 

criterio tutelar a favor de los menores infractores, todo 

10 cual es motivo de preocupación por parte de los 

legisladores y de los doctrinarios sobre la materia. sin 

lugar a dudas se requieren algunos cambios que vayan 

perfeccionando la legislación aplicable a los menores que 

delinquen, pero esto no será suficiente se requerirán 

también recursos humanos y materiales para atender y 

corregir correctamente a los menores infractores. 
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CAPITULO III 

NORMAS INTERNACIONALES Y 

LOS MENORES 

NACIONALES PARA 

1. REGLAS MINIMAS DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LA 

ADMINISTRACION DE LA JUSTICIA DE MENORES. 

El consejo Económico y Social de las Naciones Unidas 

present:ó al sépt:i mo Congreso, celebrado en Mi 1 án, It:a 1 i a, 

en agost:o y sept:iembre de 1985, las Reglas Mínimas de las 

Naciones unidas para la Administ:ración de la Just:icia de 

Menores, las cuales fueron aprobadas el 6 de sept:iembre de 

1985 por el Congreso, y la Asamblea General las aprobó el 

29 de noviembre del mismo año. Dichas reglas· son más 

conoci das como: Regl as de Bei j i ng, y est:án cont:eni das en 

seis part:es. 

En 1 a pri mera part:e est:án los pri nci pi os general es, 

dent:ro de los cuales sobresale la regla 2.2 que dice lo 

siguient:e: "para los fines de las present:es Reglas, los 

Est:ados Miembros aplicarán las definiciones siguient:es en 

forma compat:ible con sus respect:ivos sist:emas y concept:os 

jurídí cos: 



a) Menor es todo niño o joven que, con arreglo al 

sistema jurídico respectivo, puede ser castigado por un 

delito en forma diferente a un adulto; 

b) DeNto es todo comportamiento (acción u omisión) 

penado por la ley con arreglo al sistema jurídico de que se 

trate; y 

c) Menor delincuente es todo niño o joven al que se ha 

imputado la comisión de un delito o se le ha considerado 

culpable de la comisión de un delito." 56 

Es importante notar que de acuerdo con las definiciones 

anteriores se acepta que los menores pueden cometer 

delitos, consecuentemente es posible que se les castigue, 

aunque en forma diferente a un adulto. También debe 

notarse que, según la regla 4.1, en los sistemas jurídicos 

que reconozcan el concepto de mayoria de edad penal con 

respecto a los menores, su comienzo no debe fi jarse a una 

edad demasiado temprana debido a las circunstancias que 

acompañan a la madurez emocional, mental e intelectual. se 

recomienda entonces que la edad penal no se fije a edad 

temprana, pero no se precisa una edad, dejándose a los 

Estados la facultad de determinarla. 

Dentro de las disposiciones generales se hace mención a 

los derechos de los menores, señalándose en la regla 7.1 lo 

56 cit. por COMISION NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS. InstrumentOS 
Jurídicos Internacionales en Materia de Menores. publicación de la 
comisión Nacional de Derechos Humanos. Méxlca. 1991. pág. 6. 
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siguiente: "En todas las etapas del proceso se respetarán 

garanti as procesal es básicas, tales como 1 a presunci ón de 

inocencia, el derecho a ser notificado de las acusaciones, 

el derecho a no responder, el derecho al asesoramiento, el 

derecho a la presencia de los padres o tutores, el derecho 

a la confrontación con los testigos y a interrogar a éstos, 

yel derecho de apelación ante una autoridad superior." 57 

En la segunda parte de las Reglas de Beijing se 

comprenden normas sobre la investigación y el 

procesamiento, en donde se busca otorgar la libertad del 

menor lo antes posible tratándose de delitos no graves, 

también se procura la amigable solución mediante la 

reparación del daño a la víctima. En cuanto a la prisión 

preventiva se pretende evitarla hasta donde sea posible. Al 

respecto, la regla 13 contiene las siguientes 

disposiciones: 

"13.1 sólo se aplicará la prisión preventiva como 

último recurso y durante el plazo más breve posible. 

13.2 siempre que sea posible, se adoptarán medidas 

sustitorias de la prisión preventiva, como la supervisión 

estricta, la custodia permanente, la asignación a una 

famil i a o el trasl ado a un hogar o a una i nsti tuci ón 

educativa. 

S1 cit. por COMI5ION NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS. Instrumentos 
Jurídicos Internacionales en Materia de Menores. op. cit. pág. 9. 
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13.3 LOS menores que se encuentren en prisión 

preventiva gozarán de todos los derechos y garantías 

previstos en las Reglas mínimas para el tratamiento de los 

reclusos aprobadas por las Naciones unidas. 

13.4 LOS menores que se encuentren en prisión 

preventiva estarán separados de los adultos y recluidos en 

establecimientos distintos O en recintos separados en los 

establecimientos en que hayan detenido adultos. 

13.5 Mientras se encuentren bajo custodia, los menores 

recibirán cuí dados , protección y toda la asistencia 

social, educacional, profesional, sociológica, médica, y 

fí si ca- que requi eran, habi da cuenta de su edad, sexo y 

caracterí sti cas i ndivi dual es." 58 

La parte tercera de las Reglas que nos ocupan trata "de 

1 a sentenci a y 1 a resol uci ón", haci éndose referenci a a 1 a 

autoridad competente que en todo caso deberá basarse en los 

principios de un juicio imparcial y equitativo. 

En relación con esto último la regla 17 consagra los 

principios rectores de la sentencia y la resolución, 

destacándose lo siguiente: 

"17.1 La decisión de la autoridad competente se 

ajustará a los siguientes principios: 

SI cit. por COMISIDN NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS. Instrumentos 
Jurídicos Internacionales en Materia de Menores. op. cit. pág. 13. 
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a) La respuesta que se dé al delito será siempre 

proporcionada, no sólo a las circunstancias y la gravedad 

del delito, sino también a las circunstancias y necesidades 

del menor, así como a las necesidades de la sociedad; 

b) Las restricciones a la libertad personal del menor 

se impondrán sólo tras cuidadoso estudio y se reducirán al 

mínimo posible; 

c) sólo se impondrán la privación de libertad personal 

en el caso de que el menor sea condenado por un acto grave 

en el que se concurra violencia contra otra persona o por 

la reincidencia en cometer otros delitos graves, y siempre 

que no haya otra respuesta adecuada; 

d) En el examen de los casos se considerará primordial 

el bienestar del menor." 59 

como puede apreciarse en toda resolución se atenderán 

las necesidades del menor y se buscará su bienestar, aún 

cuando se apliquen medidas en las cuales se le prive de su 

libertad, lo que se hará cuando no haya otra respuesta 

adecuada. En caso de que pueda evitarse la reclusión, la 

regla 18 prevé las siguientes medidas sustitutivas: 

a) ordenes en materia de atención, orientación y 

supervi si ón; 

b) Libertad vigilada; 

S9 Cit. por CQMISION NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS. Instrumentos 
Jurídicos Internacionales en Materia de Menores. op. cit. págs. 15 y 
16. 
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c) Ordenes de prestación de servicios a la comunidad; 

d) sanci ones 

devoluciones; 

económicas, indemnizaciones y 

e) Ordenes de tratamiento intermedio y otras formas de 

tratamiento; 

f) ordenes de participar en sesiones de asesoramiento 

colectivo y en actividades análogas; 

g) Ordenes relativas a hogares de guarda, comunidades 

de vida u otros establecimientos educativos; 

h) Otras órdenes pertinentes. 

La cuarta parte de las Reglas de Beijing se refieren al 

tratamiento fuera de los establecimientos penitenciarios. 

comentando esta secci ón, el Dr. Fernando Garcí a cordero 

dice que: "En este sentido las Reglas señalan la necesidad 

de adoptar disposiciones adecuadas para la ejecución de las 

órdenes que dicte la autoridad competente. Disposiciones 

que deben tener fl exi bi 1 i dad, de modo que puedan 

modificarse periódicamente, según lo estime pertinente la 

autori dad competente o el órgano independi ente que 

califique la ejecución de la sentencia." 60 

En la quinta parte de las reglas que se comentan se 

precisan los objetivos del tratamiento en establecimientos 

60 GARCIA CORDERO, Fernando. Los Instrumentos Jurídicos de Nacio3es 
unidas ra la A minis ración de JUst;cla de Menores. En Memoria el 
Curso e Actua lzaclÓn en Materla de Imparticion de Justicia de 
Menores Infractores. secretaría de Gobernaclón. Mexico. 1997. pago 
180. 
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peni tenci ari os, señal ándose, entre otras, 1 as sigui entes 

reglas concretas: 

"26.1 La capacitación y el tratamiento de menores 

confi nados en estab 1 ecimi entos peni tenci ari os ti enen por 

objeto garanti zar su cuidado y protección, asi como su 

educación y formación profesional para permitirles que 

desempeñen un papel constructivo y productivo en la 

sociedad. 

26.2 LOS menores confinados en establecimientos 

penitenciarios recibirán los cuidados, la protección y toda 

la asistencia necesaria -social, educacional, profesional, 

sicológica, médica y física- que puedan requerir debido a 

su edad, sexo y personalidad y en interés de su desarrollo 

sano. 

26.3 LOS menores confinados en establecimientos 

penitenciarios se mantendrán separados de los adultos y 

estarán detenidos en un establecimiento separado o en una 

parte separada de un establecimiento en el que también 

están encarcelados adultos. 

26.4 La delincuente juvenil confinada en un 

establecimiento merece especial atención en lo que atañe a 

sus necesidades y problemas personales. En ningún caso 

reci bi rá menos cuidados, protección, asistencia, 

tratami ento y capacitaci ón que el del i ncuente joven. Se 

garanti zará su tratami ento equi tati va." 61 

61 cit. por CQMISION NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS. Instrumentos 
Jurídicos Internacionales en Materia de Menores. op. cit. pág. 21. 

77 



Debe puntualizarse que destaca la educación como medida 

de tratamiento para los menores que son recluidos en 

establecimientos penitenciarios, debiéndose procurar en 

todo caso el cuidado y la protección hacia los menores, 

mereciendo especial atención cuando se traten del sexo 

femenino. 

Finalmente, la sexta parte de las Reglas de Beijing se 

refiere a la investigación, planificación, formulación y 

evaluación de políticas, exígiéndose esfuerzos constantes 

para alcanzar el desarrollo nacional respecto a la justicia 

de menores. 

2. CONVENCION SOBRE lOS DERECHOS DEL NIÑO. 

Desde 1924, año en el que se dio la Declaración de 

Ginebra sobre los Derechos del Niño, surgió la necesidad 

internacional de proteger en forma especial a todos los 

menores, procurándose su bienestar integral. 

Para efectos de nuestro tema nos interesa más la 

Convención sobre los Derechos del Niño, aprobada por la 

Asamblea General de las Naciones unidas el 20 de noviembre 

de 1989, medi ante 1 a cual se condensa 1 a protecci ón y 

desarrollo del menor en el ámbito internacional. 

78 



Desde el articulo 1 se precisa que para los efectos de 

di cha Convenci ón, se enti ende por ni ño a todo ser humano 

menor de 18 años de edad , sal vo que, en vi rtud de 1 a 1 ey 

que 1 e sea ap 1 i cab 1 e, haya alcanzado antes 1 a mayori a de 

edad. 

En diversas disposiciones se busca garantizar la 

protección y asistencia a favor de los niños, a través de 

instituciones públicas o privadas, y mediante medidas 

legislativas y administrativas adecuadas, por consiguiente, 

se pretende el desarrollo integral de los niños. 

En relación con nuestro tema es necesario destacar dos 

articulos de la Convención que nos ocupa; el primero de 

ellos es el articulo 37, relativo al trato que deben 

recibir los menores en cuestiones penales, establece: 

"LOS Estados partes velarán porque: 

a) Ningún niño sea sometido a torturas ni otros tratos 

o penas crueles, inhumanos o degradantes. NO se impondrá la 

pena capital ni la de prisión perpetua sin posibilidad de 

excarcelación por delitos cometidos por menores de 18 años 

de edad; 

b) Ningún niño sea privado de su libertad ilegal o 

arbitrariamente. La detención, el encarcelamiento o la 

prisión de un niño se llevará a cabo de conformidad con la 

ley y se utilizará tan sólo como medida de último recurso y 

durante el periodo más breve que proceda; 

ESTA TESIS N9 DEBE 
SALIR DE LA BiBLlBTECA 
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c) Todo niño privado de libertad sea tratado con la 

humanidad y el respeto que merece la dignidad inherente a 

la persona humana, y de manera que se tengan en cuenta las 

necesidades de las personas de su edad. En particular, todo 

niño privado de libertad estará separado de los adultos, a 

menos que ello se considere contrario al interés superior 

del niño, y tendrá derecho a mantener contacto con su 

familia por medio de correspondencia y de visitas, salvo en 

circunstancias excepcionales; 

d) Todo niño privado de su libertad tendrá derecho a un 

pronto acceso a la asistencia jurídica y otra asistencia 

adecuada, así como derecho a impugnar la legalidad de la 

privación de su libertad ante un tribunal u otra autoridad 

competente, independiente e imparcial y a una pronta 

decisión sobre dicha acción." 62 

De las disposiciones anteriores se deduce que los niños 

si pueden ser llevados a prisión por la comisión de 

delitos, en tal caso deberá dárseles un trato humanitario y 

respetuoso, y siempre estará separado de los adultos, 

teniendo en todo momento el derecho a mantener contacto con 

su familia. 

El otro artículo que resaltamos de la Convención en 

comento, es el 40, en donde se establece lo siguiente: 

62 Cit. por COMISION NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS. Instrumentos 
Jurídicos Internacionales en Materia de Menores. op. cit. pág. 61. 
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"1. lOS Estados partes reconocen el derecho de todo 

ni ño de qui en se aleguen que ha i nfri ngi do 1 as 1 eyes 

penales o a quienes se acuse o declare culpable de haber 

infringido esas leyes a ser tratado de manera acorde con el 

fomento de su senti do de 1 a di gni dad y el valor, que 

fortalezca el respeto del niño por los derechos humanos y 

las libertades fundamentales de terceros y en la que se 

tenga en cuenta 1 a edad del ni ño y 1 a i mportanci a de 

promover la reintegración del niño y de que éste asuma una 

función constructiva en la sociedad. 

2. con ese fin, y habida cuenta de las disposiciones 

perti nentes de los instrumentos internacionales, los 

Estados partes garantizarán, en particular: 

a) Que no se alegue que ningún niño ha infringido las 

leyes penales, ni se acuse o declare culpable a ningún niño 

de haber infringido esas leyes, por actos u omisiones que 

no estaban prohibidos por las leyes nacionales o 

internacionales en el momento en que se cometieron; 

b) Que todo ni ño del que se al egue que ha i nfri ngi do 

las leyes penales o a quien se acuse de haber infringido 

esas leyes se le garantice, por lo menos, lo siguiente: 

i) Que se le presumirá inocente mientras no se pruebe 

su culpabilidad conforme a la ley; 

ii) Que será informado sin demora y directamente, o 

cuando sea procedente, por intermedio de sus padres o sus 

representantes legales, de los cargos que pesan contra él y 
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que dispondrá de la asistencia jurídica u otra asistencia 

apropiada en la preparación y presentación de su defensa; 

iii) Que la causa será dirimida sin demora por una 

autoridad u órgano judicial competente, independiente e 

imparcial en una audiencia equitativa conforme a la ley, en 

presencia de un asesor jurídico u otro tipo de asesor 

adecuado y, a menos que se considere que ello fuere 

contrario al interés superior del niño, teniendo en cuenta 

en particular su edad o situación y a sus padres o 

representantes legales; 

iv) Que no será obligado a prestar testimonio o a 

declararse culpable, que podrá interrogar o hacer que se 

interrogue a testigos de cargo y obtener la participación y 

el interrogatorio de testigos de descargo en condiciones de 

igualdad; 

v) Si se considerare que ha infringido, en efecto, las 

leyes penales, que esta decisión y toda medida impuesta a 

consecuenci a de ella, serán someti das a una autori dad u 

órgano judicial superior competente, independiente e 

imparcial conforme a la ley; 

vi) Que el niño contará con la asistencia gratuita de 

un intérprete si no comprende o no habla el idioma 

utilizado; y 

vi i) Que se respetará plenamente su vi da pri vada en 

todas las fases del procedimiento. 

3. Los Estados partes tomarán todas 

apropiadas para promover el establecimiento 

las 

de 

medidas 

leyes, 

82 



procedimientos, autoridades e instituciones específicos 

para los niños de quienes se alegue que se han infringido 

las leyes penales o a quienes se acuse o declare culpables 

de haber infringido esas leyes, y en particular: 

a) El establecimiento de una edad mínima antes de la 

cual se presumi rá que los ni ños no ti enen capaci dad para 

infringir las leyes penales, y 

b) siempre que sea apropiado y deseable, la adopción de 

medí das para tratar a esos niños sín recurrir a 

procedimientos judiciales, en el entendimiento de que se 

respetarán plenamente los derechos humanos y las garantías 

legales. 

4. Se dispondrá de diversas medidas, tales como el 

cuidado, las órdenes de orientación y supervisión, el 

asesoramiento, la libertad vigilada, la colocación en 

hogares de guarda, los programas de enseñanza y formación 

profesional, así como otras posibilidades alternativas a la 

internación en instituciones, para asegurar que los niños 

sean tratados de manera apropiada para su bienestar y que 

guarde proporción tanto con sus circunstancias como con la 

infracción." 63 

Un dato que sobresale en el artículo anterior es que 

los menores acusados de haber infringido las leyes serán 

sometidos a un procedimiento seguido ante "una autoridad y 

6) cit. por (OMISION NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS. Instrumentos 
Jurídicos Internacionales en Materia de Menores. op. cit. págs. 62 y 
63. 
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órgano judicial competente", lo cual no siempre se cumple, 

por lo menos en México, a pesar de que nuestro gobierno 

suscribió y ratificó la Convención de referencia. NO se 

cumple porque en nuestro país los menores infractores están 

excluidos de los órganos jurisdiccionales, por lo tanto, es 

un órgano administrativo, el Consejo de Menores, quien 

resuelve la situación de aquellos cuando son acusados por 

infringir las leyes. 

LO anteri or revela 1 a necesi dad de uni fí car en Méxi co 

la legislación en torno a los menores de edad y su 

responsabilidad penal, según se irá confirmando en los 

incisos siguientes, para que posteriormente se realicen las 

propuestas respectivas. 

3. CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 

MEXICANOS. 

En la Constitución política Federal existen básicamente 

tres artículos que se refíeren a los menores, a saber: el 

4°, 18 Y 123. Este último precepto regula las relaciones de 

trabajo estableciendo un régimen de protección especial 

para los menores de edad y prohibiendo tajantemente 

utilizar el servicio de niños que tengan menos de 14 años 

de edad. En vi rtud de que nuestro enfoque no es haci a el 

aspecto laboral de los menores solamente dejamos enunciado 

al respecto 10 anterior. 
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En cuanto al articulo 4° constitucional, el último 

párrafo dispone que: "ES deber de los padres preservar el 

derecho de los menores a la satisfacción de sus necesidades 

ya la salud fisica y mental. La Ley determinará los apoyos 

a 1 a protecci ón de los menores, a cargo de i nsti tuci ones 

públicas. " 

Este párrafo fue adicionado mediante reforma publicada 

en el Diario oficial de la Federación el 18 de marzo de 

1980, con el propósito fundamental de garantizar el 

desarrollo armonioso de los menores y la protección legal 

que merecen. 

comentando 1 a norma de referenci a, Rodo 1 fo Lara ponte 

dice lo siguiente: "Debe observarse que el texto, después 

de señalar el deber de los padres, establece de manera 

programática la responsabilidad del Estado para dar apoyo; 

es deci r, de cuadyuvar en 1 a protección de los menores, 

siguiendo una lógica de aseguramiento de la unidad 

familiar, en donde los menores puedan realizar su cabal 

desarro 11 o en un ambi ente apropi ado." 64 

En concordancia con lo anterior puede señalarse que 

para lograr una mayor protección hacia los menores, 

64 LARA PONTE, Rodolfo. comentarios al Artículo 40 constitucional. En 
Constitución política de los Estados unidos Mexicanos Comentada. Tomo 
r. Octava edicíon. Edltorlal Porrúa. MéxlCO. 1995. pág. 44. 
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especialmente cuando son acusados por infringir las leyes, 

el párrafo cuarto del articulo 18 constitucional consagra 

lo siguiente: "La Federación y los Gobiernos de los Estados 

establecerán instituciones especiales para el tratamiento 

de menores infractores." 

Debe señalarse que la norma anterior se encuentra en un 

contexto que da las bases para la organización del sistema 

penitenciario mexicano, haciéndose referencia a que los 

menores de edad recibirán un trato diferente a los adultos, 

para lo cual se destacan dos aspectos fundamentales; el 

primero de ellos es el relativo a "instituciones 

especiales" para menores infractores; el segundo aspecto es 

el "tratamiento" que habrá de dárseles. 

comentando la norma constitucional en cuestión, el Dr. 

sergio García Ramirez dice lo siguiente: "La noción de 

tratamiento ha cobrado auge en el ámbito penal y en sus 

colindantes: se trata de actuar sobre el sujeto para 

contrarrestar los factores causales del delito en el caso 

particular. En cuanto a las instituciones, es razonable 

entender -y asi se ha hecho, generalmente- que esa voz 

abarca no sólo establecimientos o centros de internamiento, 

sino, más ampliamente, un sistema jurídico específico y 

característico, unos órganos para el conocimiento de la 
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conducta antisocial de los menores mediante el tratamiento 

previ sto." 6' 

Respecto al tratami ento que debe darse a los menores 

infractores se ha considerado que el mismo no sea 

indeterminado, de lo contrario sería violatorio de 

garantías constítucionales. Así lo ha confirmado el Tercer 

Tribunal colegiado en Matería penal del primer Circuito, 

diciendo lo siguiente: 

"MENORES INFRACTORES. TRATAMIENTO INTERNO 

INDETERMINADO. viola garantías la resolución definitiva 

pronunciada por la sala superior del consejo de Menores al 

no determinar el tiempo máximo de duración de la medida de 

tratamiento interno a que debe ser sometido el menor 

infractor, dejando tal decisión al arbitrio de las 

autori dades encargadas de 1 a ap 1 i caci ón de 1 as medi das de 

orientación, protección y tratamiento: debiéndose observar 

lo dispuesto en los artículos 59 fracción v, 119 y 14 de la 

Ley para el Tratamiento de Menores Infractores para el 

Distrito Federal en Materia Común y para toda la República 

en Materia Federal: pues la Sala Superior al resolver el 

recurso de apelación, y pronunciar resolución definitiva, 

debe analizar no sólo si está demostrado el cuerpo de la 

infracción y la plena participación en su comisión, sino 

que tambi én debe hacer una correcta indivi dual ización de 

6, GARCIA RAMIREZ, Ser9io. comentarios al Artículo l~ constitucional. 
En constitución polítlca de los Estados unidos MeXlcan05 Comentada. 
Tomo l. op. elt. pág. 217. 
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las medidas que procedan, con base en el dictamen que emite 

el Comité Técnico rnterdisciplinario, que varia según el 

grado de desadaptación social del menor, determi nando el 

tiempo máximo de duración de la medida del tratamiento, 

adecuándolo dentro del limite fijado por el antes citado 

artí culo 119, esto es, que no podrá exceder de un año el 

tratamiento externo y el interno de cinco años." 66 

Debe enfatizarse que para los menores de edad no existe 

estrictamente hablando un sistema penitenciario, toda vez 

que ni siquiera son juzgados ante órganos jurisdiccionales, 

pero eso no significa que pueda incurrirse en una falta de 

respeto a sus derechos humanos y a su dignidad como 

personas. 

Ahora bi en, comparando 1 a situaci ón de los menores 

infractores con los adultos que sí son juzgados por los 

órganos jurisdiccionales, encontramos algunas diferencias; 

una de ellas es que aquellos no son sometidos a un 

procedimiento penal ya que se les sigue una especie de 

procedimiento administrativo ante un órgano, siendo 

concretamente el consejo de Menores, el cual tiene también 

una naturaleza administrativa. 

66 SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEOERACION. Tribunales Colegiados de 
circuito. Octava Epoca. Tomo XII-Noviembre. pág. 378. 
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Una diferencia más que debe señalarse es que los 

adultos pueden ser sancionados con sentencias privativas de 

la libertad con el propósito de lograr su readaptación 

social, en cambio, a los menores infractores no se les 

aplica una sanción propiamente, sino para ellos se 

establece un tratamiento, que puede ser externo o interno, 

y en este último se procura la adaptación social del menor 

para que pueda integrase de manera productiva a la 

sociedad. 

4. LEY PARA EL TRATAMIENTO DE MENORES 

INFRACTORES. 

La Ley para el Tratamiento de Menores Infractores, para 

el Distrito Federal en Materia Común y para toda la 

República en Materia Federal, fue publicada en el 

Diario Oficial de la Federación el 24 de diciembre de 

1991, con ella se abrogó la Ley que crea el consejo Tutelar 

para Menores Infractores, del 26 de diciembre de 1973. 

La nueva Ley establece el Consejo de Menores como un 

órgano desconcentrado de la Secretaría de Gobernación. ES 

interesante notar que ya no se habla de un "Consejo 

Tutelar", lo que viene a desechar la idea de tener un 

Estado con funciones meramente tutelares sobre los menores 

de edad. 
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En relación con esto último, el Dr. Luis Rodríguez 

Manzanera comenta que: "El espí rítu de la leyes dar a los 

menores pl ena personal i dad, abandonando paternal i smos 

infructuosos y buscando tanto la adaptación social como la 

protección de su dignidad, con i rrestricto respeto a los 

Derechos Humanos." 67 

Por otra parte, las conductas delictivas de los menores 

ya son consideradas como delitos, lo que se corrobora con 

la propia Ley para el Tratamiento de Menores Infractores al 

señalar en la parte conducente de su artículo 1° que los 

menores pueden incurri r en conductas que se encuentran 

tipificadas ..... en las leyes penales federales y del Distrito 

Federal ... " Así que, aún cuando se les dé el carácter de 

infractores, estrictamente hablando los menores pueden 

cometer delitos, por consiguiente, se reconoce que existe 

1 a de 1 i ncuenci a j uveni 1 . NO obs tante , todavía hay 

instituciones especíales y tratamientos para ellos. 

La parte final del precepto antes invocado señala que 

la Ley ..... tendrá aplicación en el Distrito Federal en 

materia común, y en toda la República en materia federal". 

Según el Dr. sergio García Ramírez: "De esta mención se 

infieren dos conclusiones: a) en cuanto a su materia, la 

nueva ley constituye, evidentemente, un ordenamiento penal, 

61 ROORIGUEZ 
Infractores. 
1m ar ;C10n 

MANZANERA, Luis. La L ra el Tra ami n o de Menare 
En Memoria del Curso de Ac~ a11zac;on en Ma er;a e 

us i ia de Menare In raet r . op. cit. pág. 36. 
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a juicio de los propios autores del dictamen; y b) en 

cuanto a su ámbito material y territorial, que se deben 

analizar conjuntamente, tiene imperio a propósito de 

delitos previstos por las leyes penales federales y locales 

del Distrito Federal, cometidos por individuos de entre 

di eci séi s y di eci ocho años." 68 

Consecuentemente, se advi erte que 1 a Ley en comento 

representa un retorno parcial de los menores al campo del 

Derecho Penal, pero conserva algunos aspectos dentro del 

área administrativa, por ejemplo, existe una unidad 

administrativa dependiente de la secretaria de Gobernación, 

a la cual se le denomina Dirección General de prevención y 

Tratami ento de Menores Infractores, mi sma que ti ene a su 

cargo los centros de diagnóstico y de tratamiento externo e 

interno. 

Al respecto, cabe menci onar el" Acuerdo por el que se 

emiten las normas para el funcionamiento de los centros de 

diagnóstico y de tratamiento para menores", publicado en el 

Diario oficial de la Federación el dia 20 de agosto de 

1993, precisando en su articulo 2° lo relativo a los 

centros de Diagnóstico y centros de Tratamiento; los 

primeros son las unidades técnico administrativas 

encargadas de efectuar en el menor de edad, los estudios 

6& GARCIA RAMIREZ, Sergio. Proceso Penal y Derechos Humanos. op. cit. 
pág. 297. 
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biopsicosociales que permitan obtener una visión integral 

del mismo, con el propósito de que el Comité Técnico 

Interdisciplinario determine las causas de la conducta 

infractora y recomiende las medidas conducentes a la 

adaptación social del menor; los Centros de Tratamiento son 

unidades técnico administrativas encargadas de aplicar las 

medidas de tratamiento a los menor que queden sujetos a 

internación, con la finalidad de lograr su adaptación 

social. 

En una importante tesis de la primera Sala, de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, se han destacado 

los objeti vos y otras caracterí sti cas de 1 a Ley para el 

Tratamiento de Menores Infractores en los térmi nos 

siguientes: 

"MENORES INFRACTORES. COMPETENCIA PARA CONOCER DEL 

AMPARO DIRECTO EN MATERIA PENAL. La Ley para el Tratamiento 

de Menores Infractores para el Distrito Federal vigente, de 

acuerdo con sus artículos 10. y 60., tiene por objeto 

reglamentar la función del Estado en la protección de los 

derechos de 1 as personas mayores de once y menores de 

dieciocho años, cuya conducta consi derada como infracción 

se asimila a la que se encuentra tipificada en las leyes 

penales federales y del Distrito Federal como delitos; a 

quienes sus órganos instruyen un procedimiento especial de 

carácter administrativo para resolver sobre su situación 
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jurídica a través de actos provisionales y sentencias 

definitivas de primera y segunda instancia, en las que 

ordenan la aplicación de medidas que afectan la libertad 

personal de dichos menores, equiparando dicho procedimiento 

al proceso penal que se sigue para adultos imputables y en 

ambos se deben respetar 1 as garantí as i ndi vi dua 1 es 

correspondientes a todo juicio penal. Asimismo, cabe 

señalar que de acuerdo al artículo 40. de la citada ley, se 

crea el Consejo de Menores como órgano administrativo 

desconcentrado de la secretaría de Gobernación, como 

autoridad que tiene a su cargo la aplicación de las 

disposiciones contenidas en dicha ley, o sea, que el 

consejo de Menores del Distrito Federal, aun cuando no 

tiene el carácter de tribunal judicial, actúa como tal al 

aplicar el derecho al caso concreto, es decir, dirime 

controversias surgidas con motivo de la aplicación de la 

ley preindicada y, además, la resolución definitiva de 

segunda instancia, como la que ahora se reclama, se 

pronunció después de un procedimiento seguido en forma de 

juicio; y respecto de la cual no procede recurso ordinario 

por el que pueda ser modificada o revocada, en cuyas 

circunstancias se estima que el único medio de impugnación 

procedente contra ella es el amparo directo o 

uniinstancial, y que son competentes para conocer del mismo 

los Tribunales colegiados de Circuito, al tenor de lo 

dispuesto por la fracción v, inciso a), del artículo 107 de 

la Constitución política de los Estados unidos Mexicanos; 
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44 Y 158 de la Ley de Amparo, y 44, fracción 1, inciso a), 

de la Ley orgánica del poder Judicial de la Federación; 

dado que ya no seria necesario ni conveniente la 

posibilidad de aportar mayores pruebas de las desahogadas 

durante el procedimiento de instancia." 69 

Lo anterior confirma el carácter penal que empieza a 

domi nar en e 1 trato que se 1 es da a los menores 

infractores, a pesar de 1 as di ferenci as habi das en 

comparaci ón con un p rocedi mi ento penal ante órganos 

jurisdiccionales, por ejemplo, el Consejo de Menores cuenta 

con consejos unitarios, a los cuales les corresponde 

resolver la situación jurídica de los menores dentro del 

plazo de 48 horas. En caso de que el consejo unitario 

decrete la sujeción del menor al procedimiento, deberá 

determinar si el mismo se llevará a cabo estando el menor 

bajo la guarda y custodia de sus representantes legales, o 

si quedará a disposición del Consejo, en los centros de 

diagnóstico. 

Ahora bien, el segundo párrafo del artículo 37 de la 

Ley que nos ocupa dispone lo siguiente: "El consejero 

Unitario que tome conocimiento de conductas que 

correspondan a aquéllos ilicitos que en las leyes penales 

no admitan la libertad provisional bajo caución, al dictar 

69 GACETA DEL SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACION. Primera sala. 
Octava Epoca. Número 81. septiembre de 1994. Tesis J/la. 17/94. 
pág. 11. 
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la resolución inicial ordenará que el menor permanezca a su 

disposición en los centros de diagnóstico, hasta en tanto 

se dicte la resolución definitiva. una vez emitida ésta, el 

menor pasará a los centros de tratamiento interno, en el 

caso de que haya quedado acreditada la infracción, así como 

su participación en la comisión de la misma." 

Debe señalarse que para los menores infractores los 

lugares de reclusión vienen a ser los centros de 

tratamiento interno, y el tratamiento consiste en la 

aplicación de sistemas o métodos especializados, con 

aportación de diversas ciencias, técnicas, y disciplinas, a 

partir del diagnóstico de personalidad efectuado en el 

menor para lograr su adaptación social. 

En relación con el tratamiento, el artículo 111 de la 

Ley en cuestión, establece lo siguiente: 

"ARTICULO 111.- El tratamiento deberá ser integral, 

secuencial, interdisciplinario y dirigido al menor con el 

apoyo de su familia, y tendrá por objeto: 

1.- Lograr su autoestima a través del desarrollo de sus 

potenciales y de autodisciplina necesaria para propiciar en 

el futuro el equilibrio entre sus condiciones de vida 

individual, familiar y colectiva; 

11.- Modificar los factores negativos de su estructura 

biopsicosocial para propiciar un desarrollo armónico, útil 

y sano; 
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III.- promover y propiciar la estructuración de los 

valores y la formación de hábitos que contribuyan al 

adecuado desarrollo de su personalidad; 

IV.- Reforzar el reconocimiento y respeto a las normas 

morales, sociales y legales, y de los valores que éstas 

tutelan; así como llevarlo al conocimiento de los posibles 

daños y perjuicios que pueda producirle su inobservancia; y 

V.- Fomentar los sentimientos de solidaridad familiar, 

social, nacional y humana. 

El tratamiento será integral, porque incidirá en todos 

los aspectos que conforman el desarrollo biopsicosocial 

del menor; secuencial, porque llevará una evolución 

ordenada en función de sus potencialidades; 

interdisciplinario, por la participación de técnicos de 

diversas disciplinas en los prpgramas de tratamiento; y 

dirigido al menor con el apoyo de su familia, porque el 

tratamiento se adecuará a las características propias de 

cada menor y de su familia" 

En vi rtud de que el tratami ento puede ser externo o 

interno, puede aplicarse de acuerdo a las siguientes 

modalidades: En el primer caso será en el medio 

sociofamiliar del menor o en hogares sustitutos; en caso de 

que se apliquen las medidas de tratamiento interno esto se 

hará en los centros que para tal efecto señale el consejo 

de Menores. 
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cuando los menores infractores se encuentren internos 

en un centro de tratamiento, el trato y actividades para 

ellos lo prevé el artículo 116 de la Ley de la materia 

estableciendo lo siguiente: 

"ARTICULO 116.- LOS centros de tratamiento brindarán a 

los menores internos orientación ética y actividades 

educativas, laborales, pedagógicas, formativas, culturales, 

terapéuticas y asistenciales, así como la seguridad y 

protección propias de un positivo ambiente familiar. 

LOS sistemas de tratamiento serán acordes a las 

caracterí sti cas de los menores internos, atendiendo a su 

sexo, edad, grado de desadaptación social, naturaleza y 

gravedad de la infracción." 

sin pretender un estudio exhaustivo de la Ley que nos 

ocupa, solo agregaremos que su finalidad es la adaptacíón 

social 

respeto 

de los menores, procurándose en todo momento el 

a sus derechos y evitándose el maltrato, la 

incomunicación, la coacción psicológica, así como cualquier 

otra acción que atente contra la dignidad y la integridad 

física y mental de los menores. Por lo tanto, se sigue 

buscando su protección, superación y desarrollo integral. 

Resumiendo el contenido ,de la Ley de referencia, Laura 

sánchez obregón dice que: "La nueva Ley para el Tratamiento 

de Menores Infractores, si bien incorpora numerosas 

garantí as, que anteri ormente no 1 es estaban reconoci das a 
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los menores, e importa grandes avances respecto a 1 a Ley 

que le precedió, no representa sino una reestructuración 

parcial de la política criminal de menores en México. La 

política criminal de menores bajo esta nueva Ley, 

manti ene su fundamento en una concepci ón errónea de 1 a 

materia de menores y persiste en ubicarlos 'fuera' del 

derecho penal dentro de una jurisdicción administrativa, 

que si bien les reconoce numerosas garantias y derechos, no 

constituye un sistema de justicia completamente integrado y 

coherente." 70 

Aun cuando los menores infractores siguen "fuera" del 

Derecho penal, están siendo incorporados parcialmente al 

mismo, toda vez que, efectivamente, se conserva para ellos 

instituciones y procedimientos admi ni strativos, aunque ya 

existen diversos aspectos penales, que deben ser 

reafirmados y ampliados para lograr una mejor justicia en 

torno a los menores de edad. 

5. BREVE REFERENCIA AL DERECHO COMPARADO 

INTERNACIONAL Y NACIONAL. 

Existe una diversidad de criterios legislativos tanto a 

nivel internacional como nacional, al regular la situación 

de los menores que cometen delitos. La variedad de 

70 SANCHEZ OBREGON, Laura. op. cit. págs. 123 y 124. 
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opiniones fluctúa entre sancionar a menores de 18 años o 

considerarlos con una plena inimputabilidad. 

En el Derecho vi gente de 1 a Repúb 1 i ca Federal Al emana 

existe una doble vía respecto a los menores de edad. Esto 

signifi ca que hay dos ti pos de jueces, uno tutel ar que 

pertenece a la jurisdicción civil; el otro es un juez penal 

juvenil, que naturalmente pertenece a la jurisdicción penal 

ordinaria, correspondiéndole conocer de los hechos penales 

en que incurren los menores. 

Aún cuando se admite el someter a jóvenes delincuentes 

a un procedimiento penal, el juez impone en la mayoría de 

los casos sanciones que representan medidas educativas, 

dentro de ellas está la posibilidad de una privación de 

libertad de corto tiempo, por unos pocos días y hasta 

cuatro semanas, o bien, se puede enviar a los menores a un 

"establecimiento de enseñanza asistencial". 

NO obstante lo anterior, es posible sancionar a los 

menores con una pena privativa de libertad. En efecto: 

"sólo cuando se trata de 'hechos graves' totalmente 

especiales o cuando a causa de las graves deficiencias 

educativas no son suficientes todas estas medidas, el juez 

penal para jóvenes puede y tiene que imponer pena juvenil 

conforme al precepto 17 de la L.J.J. (privación de libertad 
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en un establecimiento penal juvenil). Esta puede imponerse 

como pena determinada o indeterminada (entre 6 meses y 4 

años). Su duración mínima importa 6 meses, su máximo 5 

años, en casos particulares hasta 10 años." 71 

la anterior revela que en la República Federal Alemana 

se admite aplicar verdaderas penas a los menores de edad, 

pero solamente como excepción cuando cometen hechos graves 

o cuando no han podido ser corregidos a través de medidas 

educativas. 

Por otro lado, en la legislación Argentina existen 

algunas normas interesantes aplicables a los menores de 

edad acusados de cometer delitos. Al respecto, José 

González del solar refiere lo siguiente: 

"El arto 1 de la ley nacional 22 .278 (según la reforma 

introducida por la ley 22.803) establece que 'no es punible 

el menor que no haya cumplido dieciséis años de edad' al 

tiempo del acto típico y antijurídico que se le atribuye. 

ES paci fi ca 1 a doctri na acerca de 1 a causa que 1 a 1 ey 

contempla para asignar tal consecuencia en el ordenamiento 

jurídico-penal, ya que los distintos autores coinciden en 

señalar -aunque con expresiones diferentes- que la carencia 

de punibilidad se asienta en la presunción legal de que 

falta al sujeto menor de dieciséis años la suficiente 

n KAUFMANN. Hilde. Delincuentes Juveniles olagnosis y Juzgamiento 
Traducción del alemán por el Dr. Juan Bustos Ramirez. Reimpresión. 
Editorial oepalma. Argentina 1994. pág. 246. 
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madurez en sus facultades mentales como para comprender la 

criminalidad del acto o para conducirse conforme a esa 

comprensión." 72 

Como puede notarse, en Argentina no se castiga a los 

menores de 16 años por considerarlos con absoluta 

incapacidad para comprender el carácter delictivo de sus 

actos, pero a los mayores de esa edad se les pueden aplicar 

penas privativas de libertad, las que, según el arto 6 de 

la ley antes invocada, se cumplen en institutos 

especializados hasta alcanzar la mayoria de edad, pasando 

entonces a los establecimientos para adultos a fin de 

purgar el remanente. 

Cabe mencionar que no todos los autores argentinos 

están de acuerdo en sancionar a menores de 18 años. En este 

sentido encontramos a Rafael sajón, quien después de 

considerar algunas normas internacionales, entre ellas las 

Reglas de Beijing, dice lo siguiente: "En función de lo 

desarrollado es que sostengo que, un menor de 18 años en la 

legislación internacional 

punible, ni responsable 

de Reglas minimas no debe ser 

penal mente por su naturaleza 

juridica y por carácter ideal; sino protegido, reeducado, 

capacitado. Ello asi, sin perjuicio de que los Estados 

71 GONZALEZ DEL SOLAR. JaSe H. op. cit. pág. 207. 
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incorporen esas reglas mínímas a su legislación interna, 

conforme a su desarrollo económico, social y cultural." 73 

Basta lo anterior para darnos cuenta que en el Derecho 

comparado a nivel internacional no hay uniformidad al 

determínar la edad en la que puede ser sancionado 

penal mente un menor. LO mísmo sucede en el Derecho 

comparado nacíonal. 

Efectivamente, en la mayoría de las legislacíones 

locales respectivas a los menores ínfractores se considera 

que los menores de 18 años no son sujetos de Derecho penal, 

por lo que son sometidos generalmente a medidas tutelares. 

NO obstante, en más del treinta por ciento de esas 

legislaciones locales se contemplan algunas variantes, por 

ejemplo, la Ley orgánica y de procedímíentos del consejo 

Tutelar para Menores del Estado de Tabasco considera dentro 

de su régimen a los menores ubicados entre los 8 y 17 años 

de edad, por consiguiente quienes tienen más de la edad 

máxima señalada son responsables penal mente y sometidos 

ante órganos jurisdiccionales cuando incurren en conductas 

delictivas. 

En seguida mencionaremos los diferentes Estados de la 

República que han señalado la edad de 16 años como límite 

para determinar la responsabilidad penal de los menores. 

1) SAJON, Rafael. op. cit. pág. 140. 

102 



Naturalmente, quienes tengan menos de esa edad son 

sometidos a tratamientos y medidas tutelares, pero quienes 

rebasan ese límite se les considera penal mente imputables y 

merecedores de las penas que correspondan a sus actos 

ilícitos. ESOS Estados son: Aguascalientes, Coahuila, 

Guanajuato, Nayarit, Oaxaca, puebla, san Luis potosí 

Tamaulipas, Tlaxcala, veracruz y Yucatán. 74 

Aún cuando es dominante el grupo de legislaciones que 

señala la edad de 18 años como limite para distinguir entre 

la inimputabilidad y la imputabilidad, está creciendo la 

opi ni ón en el senti do de reduci r 1 a edad a los 16 años. 

Como ya lo hamos visto, la legislación aplicable en el 

Distrito Federal se ubica en el primer grupo, aunque debido 

al alto índice de delincuencia juvenil persiste el debate 

en torno a la minoridad penal. 

En relación con esto último es oportuno mencionar que 

en el debate legislativo suscitado con motivo de la 

iniciativa de la Ley Federal contra la Delincuencia 

organizada, se plateó la posibilidad de sancionar a menores 

entre los 16 y 18 años de edad, sin que esto prosperara, 

pues al respecto se dijo: "NO podemos olvidar el tema de 

los menores, que es necesario el diseño e implementación de 

un programa dedicado a ellos, que permita que tengan futuro 

74 cfr. El Estudio Comparativo de las Figuras Jurídico-Técnicas 
Existentes en las Legislaclones Estatales, en SECRETARIA DE 
GOBERNACION. Consejo de Menores Memoria Junio 1996 - Mayo 1997. 
Resumen Estadístico Enero Marzo de 1997. 
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y que evite que sigan siendo presa fácil de las bandas de 

delincuentes y que sigan siendo los más pobres entre los 

pobres. Afortunadamente el tema de sancionarlos como 

adultos se retiró del proyecto, pero es un fenómeno que no 

podemos soslayar, debemos abocarnos a enfrentar el problema 

que aumenta dí a con dí a." 7' 

El debate antes menci onado se 11 evó a cabo en octubre 

de 1996 y en novi embre del mi smo año se presentó a 1 a 

Cámara de Diputados una iniciativa de Decreto que contenía 

la ley para el Desarrollo, la Atención y la Protección del 

Menor, cuyo propósito era condensar las diversas normas 

aplicables a los menores de edad, incluyéndose en el 

artículo 16 los derechos del menor infractor. Dicha 

i ni ci ati va no fue aprobada pero dejó como precedente 1 a 

buena intención de compilar en un solo ordenamiento legal 

las normas que regulen la situación en general de los 

menores. 

Por otro lado, cabe mencionar que la producción 

legislativa reciente se orienta más en el sentido de 

proteger no sólo a los menores sino a quienes son víctimas 

en general de toda especie de maltrato y violencia, por esa 

razón se han expedido algunos ordenamientos y reformas 

legales. 

75 CAMARA DE DlPUTAOOS. Diario de los Debates. 28 de Octubre de 1996. 
versión estenográfica. 

104 



Al respecto, la ley de Asistencia y prevención de la 

violencia Intrafamiliar, fue publicada en la Gaceta oficial 

del Distrito Federal el 8 de julio de 1996. posteriormente 

se expidió su Reglamento, publicándose en el Diario Oficial 

de la Federación con fecha 21 de octubre de 1997. 

En la ley invocada se dio un amplio concepto de 

vi 01 enci a i ntrafami 1 i ar, conteni do en 1 a fracci ón IrI del 

artículo 3, que dispone lo siguiente: 

"violencia intrafamiliar.- Aquel acto de poder u 

omisión recurrente, intencional y cíclico, dirigido a 

dominar, someter, controlar o agredir física, verbal, 

psi coemoci onal o sexual mente a cualquier miembro de la 

familia dentro o fuera del domicilio familiar, que tenga 

alguna relación de parentesco por consanguinidad, tengan o 

lo hayan tenido por afinidad, civil; matrimonio, 

concubinato o mantengan una relación de hecho, y que tiene 

por efecto causar daño, y que puede ser de cualquiera de 

las siguientes clases: 

A) Maltrato físico.- Todo acto de agresión intencional 

repetitivo, en el que se utilice alguna parte del cuerpo, 

algún objeto, arma o sustancia para sujetar, inmovilizar o 

causar daño a la integridad física del otro, encaminado 

hacia su sometimiento y control; 

B) Maltrato psicoemocional.- Al patrón de conducta 

consistente en actos u omisiones repetitivos, cuyas formas 

de expres i ón pueden ser: prohi bi ci ones, coacci ones , 
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condicionamientos, intimidaciones, amenazas, actitudes 

deva 1 uatori as, de abandono y que provoquen en qui en 1 as 

recibe, deterioro, disminución O afectación a su estructura 

de personalidad. 

NO se consideran maltrato emocional los actos que 

tengan por objeto reprender o reconveni r a los menores de 

edad, siempre que estos sean realizados por quienes 

participen en la formación y educación de los mismos, con 

el consentimiento de los padres del menor, y se demuestre 

que están encaminados a su sano desarrollo. 

Todo acto que se compruebe que ha sido realizado con la 

intención de causar daño moral a un menor de edad, será 

considerado maltrato emocional 

artículo, aunque se argumente 

educación y formación del menor. 

en los térmi nos de este 

como justificación la 

e) Maltrato sexual.- Al patrón de conducta consistente 

en actos u omisiones reiteradas y cuyas formas de expresión 

pueden ser: negar las necesidades sexoafectivas, inducir a 

la realización de prácticas sexuales no deseadas o que 

generen dolor, practicar la celotipia para el control, 

manipulación o dominio de la pareja y que generen daño. Así 

como los delitos a que se refiere el Título Decimoquinto 

del código penal para el Distrito Federal, es decir, 

aquellos contra la libertad y el normal desarrollo 

psicosexual, respecto a los cuales la presente Ley sólo 

surte sus efectos en el ámbito asistencial y preventivo." 
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Se considera que los menores de edad son los 

principales receptores de esa violencia intrafamiliar, lo 

que a su vez se traduce en una causa generadora de 

conductas antisociales en los propios menores, por esa 

razón es acertado que se procure evitar, o por lo menos 

disminuir, la violencia intrafamiliar. 

De manera complementaria, el día 30 de diciembre de 

1997 se publicó en el Diario oficial de la Federación un 

Decreto por el que se reforma, adiciona y deroga 

diversas disposiciones del código civil y de procedimientos 

Civiles para el Distrito Federal, así como del código penal 

y de procedimientos penales para el Distrito Federal. El 

objetivo de dichas reformas fue introducir la "violencia 

familiar" no solo para conceptuarla dentro del código 

civil, sino fundamentalmente para sancionarla en el código 

penal, por ello se adicionó al título decimonoveno, 

relativo a los delitos contra la vida y la integridad 

corporal, el capítulo VIII que tipifica ahora en ese rubro 

a la violencia familiar. El Decreto de referencia entró en 

vigor 30 días después de su publicación, eso significa que 

a fines de enero de 1998 se empezaron a aplicar las nuevas 

disposiciones. 

El artículo 343 bis del código penal para el Distrito 

Federal, adicionado mediante la reforma aludida, tipifica 

como delito a la violencia familiar, definiéndola de la 
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siguiente manera: "por violencia familiar se considera el 

uso de la fuerza física o moral así como la omisión 

grave. que de manera reiterada se ejerce en contra de un 

mi embro de 1 a famil i a por otro integrante de 1 a mi sma. 

contra su integridad física. psíquica o ambas. 

independientemente de que pueda producír o no lesiones. 

Comete el delito de violencia familiar el cónyuge. 

concubina o concubinario; pariente cosanguíneo en linea 

recta ascendente o descendiente sin limitación de grado; 

pariente colateral consanguíneo o afin hasta el cuarto 

grado. adoptante o adoptado. que habite en la misma casa de 

la víctima. 

A quien comete el delito de violencia familiar se le 

impondrá de seis meses a cuatro años de prisión y perderá 

el derecho de pensión alimenticia. Asimismo se le sujetará 

a tratamiento psicológico especializado. 

Este delito se perseguirá por querella de la parte 

ofendida. salvo que la víctima sea menor de edad o incapaz. 

en que se perseguirá de oficio." 

Como se desprende del último párrafo. del precepto 

anterior. se hace referencia de manera concreta a los 

menores de edad como víctimas del delito de violencia 

familiar. siendo un acierto del legislador procurar el 

castigo a quienes incurren en esas conductas delictivas que 

tanto afectan a los menores provocando en él iguales 

conductas de agresión. 
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Debe citarse también el artículo 343 ter del mismo 

Código penal, que dispone: "se equipara a la violencia 

fami 1 i ar y se sanci onará con sei s meses a cuatro años de 

prisión al que realice cualquiera de los actos señalados en 

el artículo anterior en contra de la persona con la que se 

encuentre unida fuera del matrimonio; de los parientes por 

consanguinidad o afinidad hasta el cuarto grado de esa 

persona, o de cualquier otra persona que esté sujeta a la 

custodia, guarda, protección, educación, instrucción o 

cuidado de dicha persona, siempre y cuando el agresor y el 

agredido habiten en la misma casa." 

ES un acierto sancionar a quienes lesionan la 

integridad física y mental de los menores de edad, además, 

con las disposiciones legales antes referidas se combate 

una de las causas que originan agresión en los jóvenes, la 

cual es preci samente 1 a vi 01 enci a i ntrafami 1 i ar. Esto es 

solamente un avance legislativo que debe complementarse con 

normas unificadas en torno a los menores infractores. 
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CAPITULO IV 

LA MI NORIA DE EDAD COMO PROBLEMA DE 

IMPUTABILIDAD PENAL 

1. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA. 

En los últimos años se ha fomentado la delincuencia en 

donde participan los menores de edad, 10 cual es motivo de 

preocupación por parte de los funcionarios encargados de 

la procuración y administración de justicia, pero no sólo 

ellos sino la sociedad en general se encuentra alarmada en 

virtud de la inseguridad pública en que se vive. 

Desafortunadamente abunda la impunidad y la 

corrupci ón, por lo tanto, poco se confí a en 1 as 

autoridades en cuanto al eficaz combate a la delincuencia. 

En este contexto se encuentra la situación de los menores 

de edad que incurren en la comisión de conductas 

delictivas, mismos que generalmente no son sujetos del 

Derecho Penal. consecuentemente no se 1 es ap 1 i can penas 

para evitar que se sigan cometiendo más delitos. 

Actualmente se encuentra en debate lo concerniente a 

los menores de edad para determinar en que momento pueden 
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ser considerados como capaces y, por ende, responsabl es 

penal mente hablando. Tenemos entonces que 1 a mi no rí a de 

edad se presenta como un problema de imputabilidad penal. 

Doctrinalmente existen diversos criterios para 

determinar la edad penal a partir de la cual un individuo 

es responsable de su conducta delictiva. Dentro de esos 

criterios está la opinión de mantener la edad hasta los 18 

años, pero hay una tendencia creciente en el sentido de 

disminuir esa edad. En materia legislativa también 

encontramos una gran diversidad de posturas, pues en varias 

entidades federativas se establece en los códigos penales 

la edad de 16 años para considerar a los sujetos penal mente 

responsables, en otros la edad es de 17 años y en otras 

entidades, como en el Distrito Federal, se conserva la de 

18 años. 

En realidad, las diversas posturas y criterios originan 

confusión sobre el tema, inclusive, las propias autoridades 

encargadas de la justicia de menores no han podido 

establecer criterios definidos al respecto. para demostrar 

esto basta citar un ejemplo, acerca del cual únicamente 

daremos algunos datos. El consejo unitario primero del 

Consejo de Menores del Distrito Federal, en los expedientes 

números 910/93-08 y 911/93-08 di ctó una sentenci a 

decretando medidas de tratamiento en externación de un 

menor de edad, por su participación en la comisión de la 
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infracción de violación equiparada (hipótesis de; en 

persona menor de 12 años) en agravio de otro menor de edad. 

Dicha sentencia fue modificada por la sala superior del 

Consejo de Menores Infractores del Distrito Federal, 

mediante resolución dictada en el toca número 191/93: la 

modificación consistió en ordenar medidas de tratamiento en 

internación. Finalmente, el primer Tribunal colegiado en 

materia penal, del primer Circuito, resolvió, a través del 

juicio de amparo 95/94, conceder el amparo y protección al 

menor, contra el acto reclamado de la Sala Superior 

referida. 

Con lo anterior podemos ver que en un Consejo unitario 

se da una resolución, la cual es modificada por la Sala 

Superior del consejo de Menores y, por último, un órgano 

jurisdiccional federal se pronuncia en contra de la 

resolución de dicha Sala, todo esto refleja la discrepancia 

en los criterios para resolver conflictos relativos a la 

justicia de menores. En el caso concreto la resolución 

final permitió que un menor de edad quede en libertad a 

pesar de haber participado en una violación impropia, esto 

es, en perjuicio de un menor de edad. 

Consideramos que esos problemas son graves porque se 

deja en 1 ibertad o se dan "tratami entos", muchas veces 

ineficaces, a menores que manifiestan cierto grado de 

peligrosidad, pero lo peor de todo es el daño que se 
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ocasiona a las victimas, por ejemplo, en el caso aludido 

mucho se discutió sobre la responsabilidad del menor 

infractor, la protección que deberia dársele y las medidas 

más favorables para él, pero se ignoró por completo el daño 

ocasionado a un menor de edad, que como víctima de una 

violación, puede tener repercusiones de por vida. 

Ante esto, hay quienes piensan que el planteamiento del 

problema en torno a los menores infractores no debe hacerse 

solamente respecto a la imputabilidad, sino también hay que 

tomar en cuenta lo concerniente al tratamiento y la 

ej ecuci ón de medi das concretas para hacer más efecti vo el 

sistema de la justicia para los menores. 

sin lugar a dudas son varios los aspectos que se 

involucran en el tema en cuestión, por nuestra parte 

enfati zaremos lo re 1 ati vo a 1 a mi norí a de edad como 

problema de imputabilidad penal. 

2. POSICIONES DOCTRINALES. 

va mencionábamos que hay varios criterios doctrinales 

acerca de la edad penal. concretamente nos referiremos a un 

debate organizado por la Comisión de Derechos Humanos del 

Distrito Federal, el 11 de octubre de 1994. 
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La licenciada Maria del carmen Segura Rangel sostuvo 

que no hay una edad precisa en la que se pueda considerar 

que el individuo es responsable, ante ello externó lo 

siguiente: "sugiero que la edad penal sea establecida de 

manera individual, a efecto de definir el trato y el 

tratamiento adecuados. Ello debe formar parte de una 

política criminológica integral, en la que se considere un 

sistema penal democrático que utilice como último extremo 

la privación de la libertad, se dé énfasis a la prevención 

y se es tab 1 ezca 1 a ap 1 i caci ón de penas con fi nes 

reparadores y rehabilitatorios. Propongo la creación de 

verdaderos sistemas penitenciarios, sobre la base de la 

i ndi vi dual i zaci ón de 1 a pena acorde con el estudi o de 1 a 

personalidad del infractor, con sentido de prevención y de 

verdadera rehabilitación, a través de la modificación de la 

conducta y el establecimiento de políticas adecuadas de 

tratamiento a menores infractores con fines de adaptación a 

la sociedad." 76 

por su parte, el Dr. Miguel Concha Malo se opuso a la 

propuesta anterior, manifestando que lo recomendable es 

es tab 1 ece r 1 a edad penal a los 18 años, homologando 1 as 

legislaciones estatales en este sentido. Además, argumentó 

lo siguiente: "La imputabilidad casuistica de que nos habla 

la licenciada carmen Segura implica un juicio sobre la 

76 COMISION DE DERECHOS HUMANOS DEL DISTRITO FEDERAL. Memoria del 
Debate acerca de la Edad penal. México. 1995. pág. 13. 
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personalidad del autor de un supuesto delito, el cual no 

está definido desde la voluntad del Poder Legislativo. La 

determinación de esos casos especiales queda a merced de 

criterios subjetivos y expuesta a presiones sociales 

momentáneas. NO se puede establ ecer la imputabi 1 i dad a 

posterjorj para cada caso especí fi co. E11 o introduce un 

criterio de desigualdad que no puede ser aceptado, 

violatorio de los derechos humanos establecidos en la 

Declaración univérsal, en el pacto de Derechos civiles y 

politicos, en la convención Americana de los Derechos del 

Hombre y en nuestra propia Constitución. La necesidad de 

fijar un limite formal, aun cuando necesariamente 

arbitrario, resulta fundamental." 77 

cabe advertir que el autor citado acepta que fijar un 

limite en la edad penal resulta arbitrario, pero lo 

considera como una medida fundamental, sobre todo cuando 

hay una diversidad de posturas en las legislaciones tanto 

nacionales como internacionales. 

Por otro lado, el licenciado Miguel 5arre Iguiniz, como 

funcionario de la Comisión Nacional de Derechos Humanos se 

pronunció en contra de reducir la edad penal, y agregó: "La 

CNDH propone que se lleve a la constitución la justicia de 

menores, que se establezcan las bases para un sistema de 

justicia de menores, las cuales no fueron establecidas por 

71 COMISION DE DERECHOS HUMANOS DEL DISTRITO FEDERAL. op. cit. pág. 14. 
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el Constituyente de 1917 ni posteriormente. Dentro de esas 

bases, creemos que debe defini rse la edad penal como una 

garantía. Debe regír una edad penal para toda la República, 

por ser una cuestión fundamental, una cuestión que no sólo 

es del ámbito nacional, sino que, como 10 mencionaba el 

padre Concha, es también un tema que atañe al derecho 

internacional. Así pues, si esta cuestión nos rebasa como 

país, con mayor razón rebasa la capacidad y la autonomía 

de las entidades federativas. Es una cuestión 

fundamentalmente, que debe ser definida constitucionalmente 

para evitar, como se decia, que en algunos estados 

los menores sean imputables para el derecho penal y en 

otros no." 78 

ES interesante la propuesta anterior en virtud de que 

mediante ella se pretende de alguna manera unificar el 

criterio en torno a la edad penal, estableciéndose además 

las bases para un sistema de justicía de menores. 

Para la licenciada María Cristina Martinez ulloa si 

existe una delincuencia juvenil con caracteristicas 

especiales que motiva un trato específico, aún cuando no se 

pronuncia abiertamente a favor de reducir la edad penal si 

expresa una postura intermedia al sostener que: "El enfocar 

1 a imputabi 1 i dad penal indiferenciadamente sol amente nos 

llevaría a una situación de reiteradas comisiones de 

78 COMISION DE DERECHOS HUMANOS DEL DISTRITO FEDERAL. op. cit. pág. 22. 
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injusticias. NO se puede tratar a todos los jóvenes de la 

misma manera, porque no tienen características ni 

remotamente similares. si se trataran de manera similar 

solamente se estaría favoreciendo la impunidad. De lo que 

se trata -y ésa es nuestra propuesta- es de generar en el 

ordenamiento jurídico un tratamiento diferenciado para los 

jóvenes que tengan un perfil de menores infractores y otro 

para aquéllos que encajan más bien en el perfil de 

delincuente juvenil, cuyas características son 

sustancialmente diferentes. A través de este ordenami ento 

jurídico se garantizaría, con estricto apego a derecho, la 

aplicación de una ley que permita la reincorporación social 

de estos jóvenes, respetando el espíritu del artículo 18 

constitucional y salvaguardando los intereses de la 

sociedad, pero sin fomentar la impunidad." 79 

LOS participantes del Debate aludido pudieron percibir 

la discrepancia existente entre ellos, manifestando en 

cierta medida la diversidad de criterios al respecto. Así 

mismo, las soluciones planteadas pueden enfocarse en 

diferentes ví as, pero si no hay uniformi dad en el 

entendimiento del problema planteado, tampoco la habrá en 

la propuesta de soluciones. 

En relación con esto es oportuno citar una opinión más, 

la de un destacado jurista que mucho ha escrito sobre la 

79 COMISION DE DERECHOS HUMANOS DEL DISTRITO FEDERAL. op. cit. pág. 25. 
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materia, nos referimos al Dr. sergio García Ramírez quien 

dice lo siguiente: "una solucíón íntermedia, conciliadora 

de bienes sociales contrapuestos: seguridad públíca y 

desarrollo de la juventud. Esa solución suponía conservar 

la exclusión penal de la gran mayoria de los sujetos de 

entre 16 y 18 años, y admitir solamente la incorporación de 

quienes fuesen responsables de los más graves delitos, que 

no son la regla, sino la excepción, en el conjunto de los 

,perpetrados por infractores de aquella edad. se trataba, 

pues, de admitír un método de regla-excepción, no 

sustentado ni en la imputabilidad ni en la peligrosidad del 

infractor." 80 

En poyo a la propuesta del autor citado, él mismo 

manifiesta la existencia de algunos proyectos legislativos 

en donde se establece como regla la edad penal de 18 años, 

pero se admiten excepciones para menores de esa edad y 

mayores de 16 años. En este sentido está el proyecto de 

códi go penal para elEs tado de MO re los, de 1995 , cuyo 

artículo 15, constitutivo del capítulo sobre "Aplicación de 

la ley en relación con las personas", manifiesta que se 

sancionará a los mayores de 16 años y menores de 18 cuando 

actúen en condiciones de plena imputabilidad y se trate de 

delito al que corresponda, en su término medio, una sanción 

superior a diez años de prisión. 

W GARCIA RAMIREZ, sergio. Algunas Cuestiones a propÓsito de la 
Jurisdicción y el Enjuiciamiento de los Menores Infractores. Memoria 
del coloquio Multldiscipl,narlo sobre Menores. Diagnostico y 
Propuestas. UNAM. México. 1996. pág. 199. 
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por último, cabe citar la opinión del Dr. Luis 

Rodriguez Manzanera, con la cual coincidimos, toda vez que 

de manera acertada afirma lo siguiente: " ... los menores 

pueden ser imputables o inimputables, según reúnan o no los 

requisitos de capacidad de comprensión del ilicito y la 

facultad de adecuar su conducta a dicha comprensión." 81 

Lo expuesto permi te afi rmar que 1 as di fe rentes 

posiciones doctrinales no han sido suficientes para 

resolver el problema de los menores infractores, no 

obstante, de ellas deben extraerse los elementos más 

significativos que permitan contribuir para solucionar la 

problemática que nos ocupa. 

3. IMPUTABILIDAD Y MADUREZ. 

El problema de la imputabilidad penal en esencia tiene 

que ver con la madurez de la persona, toda vez que de esta 

última se desprende la capacidad para comprender y actuar, 

considerada como elemento fundamental de la imputabilidad. 

De una manera concreta, José González del Solar afirma 

que: "La imputabilidad penal presupone la existencia de 

madurez, salud mental y conciencia. LOS tres presupuestos 

se refieren al potencial intelectual-volitivo suficiente 

81 ROORIGUEZ MANZANERA, Luis. Criminalidad de Menores. Segunda edición. 
Editorial Porrúa. México. 1997. pág. 324. 
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para comprender la significación del obrar y proceder en 

consecuencia. la madurez es algo que se adquiere; la salud 

y la conc;enc;a son condiciones que se tienen. Mientras la 

primera está sujeta al desenvolvimiento existencia, las 

otras se dan cuando no hay insuficiencia o alteración 

morbosa de las facultades mentales, o grave perturbación de 

la conciencia." 8' 

NO es por demás enfatizar que la madurez es algo que se 

adquiere, generalmente a través de la edad. Esto significa 

que la edad se encuentra estrechamente vinculada a la 

madurez en su implicación juridico-penal, razón por la cual 

se presume que cuando se alcanza cierta edad se obtiene una 

madurez suficiente para comprender la antijuridicidad de 

una conducta. Esa "madurez suficiente" se ha ubicado en los 

18 años de edad, pero para algunas legislaciones y autores 

la madurez se obtiene antes, pudiendo ser a los 16 años, e 

inclusive en una edad menor. 

Cabe mencionar que en la legislación argentina existen 

criterios en donde se relaciona directamente a la 

imputabi 1 idad con 1 a madurez, i ncl uso, en el Anteproyecto 

de ley de Justicia de Menores se le considera como elemento 

esencial para defini rla. Así, el artículo 3° del 

Anteproyecto prevé que para la determinación de la 

suficiencia de la madurez mental y emocional del menor, el 

82GONZAlEZ DEL SOLAR, José H. op. cit. pág. 210. 
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juez requerirá un informe médico, psiquiátrico, psicológico 

y socio-ambiental del menor a su equipo técnico auxiliar si 

lo hubiere o al organismo técnico-administrativo, sobre los 

datos histórico-familiares y el contexto socio-ambiental de 

desarrollo del menor, donde deberá consignarse el 

diagnóstico y el respectivo pronóstico. Es importante 

mencionar que el informe del equipo técnico auxiliar sobre 

la imputabilidad del menor no obligará al juez, y que éste, 

antes de dictar su resolución, de oficio o a petición de 

parte, podrá ordenar la ampliación de dicho informe, 

requi ri endo todas las expl i caciones, rectifi caci ones y 

aclaraciones del caso. 

LO anterior pone de manifiesto que la madurez implica 

diversos aspectos, como son el médico, psiquiátrico, 

psicológico y sociológico, mismos que se conjugan para 

determina en que momento un sujeto ha alcanzado ese estado 

de madurez. 

Ahora bien, no debe pensarse en que el individuo debe 

adqui ri r una "madurez pl ena", basta que sea "sufi ciente" , 

en este caso para conocer y comprender la antijuridicidad 

de la conducta que realiza. 

Al respecto, A Honso Reyes Echandi a expresa lo 

siguiente: "LO que el imputable deber ser capaz de conocer 

y comprender es que con su comportamiento ocasiona 
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indebidamente daño a otro, lesiona o pone en peligro 

intereses juridicos que está obligado a respetar. Pero no 

basta esa capacidad de comprensión; es necesario, además 

que pueda regular su propia conducta de acuerdo con esa 

comprensión, vale decir, que comprendida su ilicitud, que 

esté en condiciones de decidir libremente si la realiza o 

se absti ene de actuar." 8) 

Es necesario puntualizar que la facultad de 

comprensión, y en sí la madurez suficiente de las personas, 

no puede estar determinada solamente por factores 

biológicos como la edad y la salud, ya que científicamente 

se ha comprobado que íntervienen aspectos psicológicos y 

sociales que permiten una madurez aún antes de la edad 

generalmente aceptada, esto permite afi rmar que existen 

menores de edad que penalmente serian imputables. 

Corrobora esta afi rmación la opinión del Dr. Jorge 

Reyes Tayabas, quien sostiene lo siguiente: "Yo me inclino 

por pensar que la realidad de la vida nos permite 

identificar tres clases de sujetos: aquellos que no han 

alcanzado madurez para poder comprender el contenido ético­

jurídico de las normas penales que definen y sancionan los 

delitos, y para comportarse de acuerdo con esa comprensión; 

entonces yo los califico de inimputables, y quedan en otro 

lado los que ya han alcanzado esa madurez y están por ello 

Sl REYES ECHANDIA, Alfonso. op. cit. pág. 192. 
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capacitados para comportarse de acuerdo con la comprensión 

de lo ilicito de las conductas que realizan y éstos serán 

imputables; pero qué vamos a hacer con los menores entre 

los 16 y los 18 años, ahi es donde está el tercer sector, 

que no puede gobernarse fácilmente con una regla general de 

que a partir de los 16 años serán imputables y, por ende, 

responsables; la realidad es que por las circunstancias 

actual es del desarro 110 soci al, de 1 a convi venci a humana, 

del avance de la divulgación de los conocimientos, del 

acceso a experiencias de vidas ajenas a través de lo que 

vemos en la televisión, de lo que leemos en los periódicos, 

de lo que escuchamos en la radio, es indudable que hay 

sujetos que alcanzan maduración, en el sentido a que ahora 

me es toy refi ri endo, antes de los 18 años." 84 

Queda cl aro que exi sten menores de 18 años que han 

alcanzado madurez, a tal grado para considerarlos 

penal mente responsables de sus conductas, por consiguiente 

son imputables. El tratamiento que debe dárseles es otra 

cuestión a la cual nos referiremos más adelante. 

4. PREVENCION DE LA DELINCUENCIA JUVENIL. 

En virtud de que la delincuencia juvenil no está siendo 

controlada ni combatida eficazmente, se ha considerado que 

la prevención de la misma es uno de los aspectos medulares 

84 REYES TAYABAS, Jorge. op. cit. pág. 172. 
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que más deben tomarse en cuenta. Esto representa un tema 

fundamental de polítíca críminal que implica considerar las 

causas y factores que dan lugar a esa especie de 

delincuencia. 

Exi ste unani mi dad en cuanto a 1 a causa pri nci pa 1 que 

origina el surgimiento de menores infractores y de 

conductas antisociales realizadas por los mismos, se trata 

de la desintegración familiar y de la gran cantidad de 

familias disfuncionales o desintegradas, en muchas de las 

cual es se presentan factores cri mi nógenos, es deci r, hay 

violencia intrafamiliar, divorcio y abandono, provocando en 

los menores comportamientos agresivos y antisociales. 

Debe mencionarse que en nuestra legislación ya se han 

contemplado medidas para procurar la prevención de la 

delincuencia juvenil. En efecto, en la Ley para el 

Tratamiento de Menores Infractores, el articulo 33 menciona 

que 1 a secretad a de Gobernaci ón contará con una uni dad 

administrativa cuyo objeto será llevar a cabo las funciones 

de prevención general y especial, así como las conducentes 

a alcanzar la adaptación social de los menores infractores. 

En el artículo 34 se dice que: "para los efectos de la 

presente Ley, se entiende por prevención general el 

conj unto de acti vi dades di ri gi das a evi tar 1 a real i zaci ón 

de conductas constitutivas de infracciones a las leyes 
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penales y, por prevención especial, el tratamiento 

individualizado que se proporciona a los menores que han 

infringido dichas disposiciones, para impedir su 

rei teraci ón ... 

LO anterior significa que ante la delincuencia juvenil 

exi sten dos momentos y formas de prevención; primeramente 

tenemos que puede ser antes de la aparición de la conducta 

delictiva, esto sería la prevención general; y después de 

que ocurra la conducta surge un tratamiento específico 

dando lugar a la prevención especial. 

Cabe mencionar que de acuerdo con el artículo 35 del 

ordenamiento legal antes invocado, la unidad administrativa 

encargada de la prevención y tratamiento de menores, 

desempeñará diversas funciones, entre las cuales están: 

"1.- La de prevención, que tiene por objeto realizar 

las actividades normativas y operativas de prevención en 

materia de menores infractores ... 

III.- La de diagnóstico, tratamiento, seguimiento y 

servicios auxiliares, que tiene por objeto practicar el 

estudio biopsicosocial, ejecutar las medidas de tratamiento 

ordenadas por los consejeros unitarios, reforzar y 

consolidar la adaptación social del menor y auxiliar a la 

sala superior y a los consejeros en el desempeño de sus 

funciones ... " 
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Debe mencionarse que es fundamental lo que se haga en 

materia de prevención general, toda veL que mediante ella 

pueden evitarse las conductas antisociales realizadas por 

menores de edad. 

A este respecto, Oscar Fernando Ortiz patiño dice lo 

siguiente: "No es posible desarrollar una autentica 

prevención general, si no evitamos lo que se conoce como el 

agravio previo; la desintegración famil iar y su actual 

disfuncionalidad, configuran la etiologia de las conductas 

del menor infractor de nuestros d"ías. El problema es tan 

complejo como las causas que lo originan, tomando ahora 

proporciones extraordinarias, tanto en número como en lo 

relativo a la gravedad de las infracciones que se cometen, 

adquiriendo la violencia caracteristicas inusitadas en 

nuestra cul tura." 85 

NO deben desecharse los esfuerzos que también se 

realicen en cuanto a la prevención especial, ya que 

mediante ella puede evitarse la reincidencia en los menores 

de edad. 

En relación con la prevención especial, el Dr. Luis 

Rodriguez Manzanera destaca algunos puntos sobresalientes, 

entre ellos: mejorar el sistema de libertad vigilada y 

JS ORTIZ PATIÑO, Osear Fernando. Prevención de Conducta~ Antisoc;ales 
en Menores. En "emona del congreso NaClonal en Matena de Menores 
Infractores. op. elt. pago 127. 
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servicios afines; procurar la más amplia aplicación de 

medidas sustitutivas del internado, a menos que sea 

indispensable por necesitarse un tratamiento especial; los 

centros de tratami ento deben ser lo más pareci do a un 

hogar, dentro de un régime~ de confianza, y hasta donde sea 

posible, un sistema abierto, además, los menores 

delincuentes deben estar separados de los menores no 

delincuentes, aun por jurisdicción. 86 

Consecuentemente, es fundamental la participación del 

Estado, de la sociedad y de las familias para que puedan 

desarrollarse acciones eficaces en materia de prevención de 

la delincuencia juvenil. 

S. TRATAMIENTO Y READAPTACION DE LOS MENORES 

INFRACTORES. 

El tratamiento que debe darse a los menores infractores 

tiene por objeto lograr en ellos su plena readaptación 

social, aunque cabe advertir el hecho de que la Ley para el 

Tratamiento de Menores Infractores no utiliza la expresión 

"readaptación", sino prefiere referirse más bien a la 

adaptación social. De cualquier manera lo que se pretende 

es que el menor tenga la capacidad de comportarse 

&6 Cfr. RODRIGUEZ MANZANERA, Luis. op. cit. págs. 464 y 465. 
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correctamente en Su medio familiar y social, respetando a 

los demás sin causar algún daño. 

LO más importante, entonces, no es la cuestión 

terminológica sino la eficacia del tratamiento que permita 

a los menores infractores hacer de ellos individuos 

socialmente útiles. 

En el ordenamiento legal aludido, el artículo 88 

dispone que el Consejo de Menores, a través de los órganos 

competentes, deberá determinar en cada caso, las medidas de 

orientación, de protección y de tratamiento externo e 

interno previstas en la propia ley, que fueren necesarias 

para encauzar dentro de la normatividad la conducta del 

menor y lograr su adaptación social. 

un primer dato que podemos anotar es la existencia de 

un tratamiento externo y otro interno, uno de los cuales se 

establecerá en cada caso concreto tomando en consideración 

la gravedad de la infracción y las circunstancias 

personales del menor, con base en el dictamen técnico 

respectivo. 

En relación con esto es fundamental el diagnóstico que 

se efectúa en cada menor que ingresa al consejo. Al 

respecto, el articulo 89 señala que se entiende por 

diagnóstico el resultado de las investigaciones técnicas 
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interdisciplinarias que permita conocer la estructura 

biopsicosocial del menor. 

Por su parte, el artículo 90 del ordenamiento legal 

referido precisa que: "El diagnóstico tiene por objeto 

conocer la etiología de la conducta infractora y 

dictaminar, con fundamento en el resultado de los estudios 

e investigaciones interdi sci pl i narios que 11 even al 

conocimiento de la estructura biopsicosocial del menor, 

cuáles deberán ser las medidas conducentes a la adaptación 

social del menor." 

Con base en lo anterior podemos afirmar que para un 

tratamiento eficaz es indispensable el diagnóstico que se 

tenga de cada menor infractor, por esa razón es 

determinante el papel que desempeña cada uno de los 

profesionales que intervienen para obtener los resultados 

correspondientes. 

Ahora bien, respecto al tratamiento que se les da a los 

menores infractores, tenemos que el mismo se encuentra 

definido en el artículo 110 de la ley de la materia, como 

la aplicación de sistemas o métodos especializados, con 

aportación de las diversas ciencias, técnica, y disciplinas 

pertinentes, a partir del diagnóstico de personalidad para 

lograr la adaptación social del menor. 
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un precepto muy importante sobre el tema es el articulo 

111, que dispone lo siguiente: "El tratamiento deberá ser 

integral, secuencial, interdisciplinario y di rigido al 

menor con el apoyo de su familia, y tendrá por objeto: 

1. - Lograr su autoestima a través del desarrollo de 

sus potencialidades y autodisciplina necesaria para 

propiciar en el futuro el equilibrio entre sus condiciones 

de vida individual, familiar y colectiva; 

11.- Modificar los factores negativos de su 

estructura biopsicosocial para propiciar un desarrollo 

armónico, útil y sano; 

1II.- Promover y propiciar la estructuración de los 

valores y la formación de hábitos que contribuyan al 

adecuado desarrollo de su personalidad; 

1V.- Reforzar el reconocimiento y respeto a las 

normas morales, sociales y legales, y de los valores que 

éstas tutelan; así como llevarlo al conocimiento de los 

posibles daños y perjuicios que pueda producirle su 

inobservancia; y 

V.- Fomentar los sentimientos de solidaridad 

familiar, social, nacional y humana. 

El tratamiento 

todos los aspectos 

será integral, porque 

que conforman el 

incidirá en 

desarrollo 

biopsicosocial del menor; secuencial, porque llevará una 

evolución ordenada en función de sus potencialidades; 

interdisciplinario, por la participación de técnicos de 

diversas disciplinas en los programas de tratamiento; y 
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dirigido al menor con el apoyo de su familia, porque el 

tratamiento se adecuará a las características propias de 

cada menor y de su familia." 

ES preciso puntualizar que el tratamiento puede ser 

externo o interno, consecuentemente, se aplicará de acuerdo 

a las siguientes modalidades: En el medio sociofamiliar del 

menor o en hogares sustitutos, cuando se aplique el 

tratamiento externo; o en los centros que para tal efecto 

señale el Consejo de Menores, cuando se apliquen las 

medidas de tratamiento interno. 

Desde el punto de vista doctrinal, 

García señala que las características 

Roberto Tocavén 

básicas de toda 

medida readaptativa a favor de los menores infractores, 

exige algunos aspectos que son: 

"a) Personal e individualizada. Adaptada a las 

peculiaridades características y personales del sujeto, sin 

excepción alguna, para que su desarrollo se produzca de 

forma armónica e integral. 

b) Necesaria y suficiente. Se aplicará aquella medida 

que el menor necesite en función de lo que la evolución de 

su personalidad exija y en cuanto sea preciso para ser él 

un ser social. 

c) Inmediata e ineludible. Tan pronto como sea puesto a 

disposición de la entidad tratante ha de ponerse en juego, 
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con el fin de erradicar cuántos condicionantes intervienen 

en su estado. 

d) Legal. Imponiendo exclusivamente aquellas que 

taxativamente estén establecidas por la Ley." 87 

ES indudable que el tratamiento impuesto a cada menor 

infractor debe ser individualizado, tomando como base el 

diagnóstico concreto que se tenga de él. Desafortunadamente 

no siempre se obtienen los diagnósticos correctos, ni mucho 

menos se ap 1 i can los tratami entos idóneos, por esa razón 

seguimos siendo testigos de altos indices de delincuencia 

juvenil y de reincidencia. 

6. PERSPECTIVAS Y SOLUCIÓN QUE SE PROPONE. 

Existe un número considerable de conductas antisociales 

en las que intervienen los menores de edad. para apreciar 

esto es necesario considerar algunas estadísticas, al 

respecto, nos remitimos primeramente a los datos que 

proporciona el Dr. Luis Rodríguez Manzanera en el cuadro 

siguiente: 88 

87 TOCAVEN GARCIA, Roberto. Menores Infractores. op. cit. pág.65. 
88 RQDRIGUEZ MANZANERA, Luis. op. cit. págs. 267. 
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INGRESOS DE MENORES 

(D.F. 1992-1996) 

Af'lO 
DIRECCION GRAL. DE PREVENCION y 

CONSEJO DE MENORES 
TRATAMIENTOS DE MENORES 

AC'LaS con menor Actas sin menor 

1992 Total: 2418 Total: 2720 Total: s/d 
Hombres 2184 Hombres 2455 
Mujeres 234 Mujeres 265 

1993 Total: 1774 Total: 2989 Total: 3077 
Hombres 1594 Hombres 2706 
Mujeres 180 Mujeres 283 

1994 Total: 1695 Total: 2986 Total: 2331 
Hombres 1536 Hombres 2709 
Mujeres 159 Mujeres 277 

1995 Total: 2669 Total: 2960 Total: 2447 
Hombres 2375 Hombres 2770 
Mujeres 294 Mujeres 190 

1996 Total: 2808 Total: 4325 Total: 3632 
Hombres 2496 Hombres 3967 
Mujeres 312 Mujeres 358 

como puede notarse, el número de menores que ingresaron 

en los años pasados al consejo de Menores se ha mantenido 

estable, con ligeras variantes, pero manifestando una 

tendencia en donde sobresalen los hombres en cuanto a la 

comisión de conductas ilícitas. 

por otro lado, en la procuraduría General de Justicia 

del Distrito Federal se llevan a cabo algunos datos 

respecto a las averiguaciones previas que se tramitan en 

relación con delitos en donde están implicados los menores 
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de edad, por ejemplo, durante el año de 1997 encontramos 

el siguiente "concentrado de averiguaciones previas en las 

agencias: 57a., 58a., 59a. y 69a." " 

ENE FEB MAR ABR MAY AJH St.B PJl AfIJ SEP OCT NOV Die SlB 10TH.. 

VERlGUACIONES 

~EVIAS 
880 1164 131 170 122 13~ 7050 1300 1079 1068 1207 109 11018 6163 13813 

rCTAS 
o o o o J4 67 80 107 10 106 499 499 

SPECIALES 

pI RECTAS 25. 320 lS liS l4 II 1929 ll2 258 m 274 27 214 1627 3SS6 

ELACIONAOAS 182 262 29 270 27 II '1596 301 248 219 27" 21 222 l!OS 3101 

ON DETENIDO 302 !SS 40 l44 17 .1 2229 42S ll4 l40 409 lSI l22 2181 4410 

IN DETENIDO 138 197 24 241 2l 2l 1296 208 172 154 141 14 13. 951 2247 

El concentrado anterior revela que el número de 

averiguaciones previas relacionadas con los menores de 

edad se mantuvo estable en la mayoría de los meses del año 

de 1997, además, el número total permite ver que es 

considerable la delincuencia juvenil en nuestro país. 

Con base en los datos anterior podemos afirmar que las 

perspectivas en torno a la delincuencia de menores es 

desalentadora, especialmente si tomamos en consideración 

casos como el referido al inicio de este capítulo, en 

donde los órganos administrativos y jurisdiccionales no se 

ponen de acuerdo en materia de justicia de menores. 
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Por otro lado, es innegable la corrupción y la falta de 

ética profesional existente en algunos de los funcionarios 

y empleados involucrados en el tratamiento que debe darse a 

los menores infractores. Todo esto origina una falta de 

ehcacia en los resul tados esperados. 

Además, cabe menci onar el hecho de que no se cuenta con 

instalaciones adecuadas para favorecer la atención y el 

tratamiento que debe darse a aquellos menores de edad que 

incurren en conductas antisociales. 

Finalmente, mencionamos una vez más el dato consistente 

en la falta de uniformidad legislativa y doctrinal respecto 

a las medidas que han de adoptarse para resolver el 

problema de los menores infractores. 

Ante esto, encontramos que las soluciones propuestas 

por algunos autores son diversas y no siempre llegan al 

tema medular. NO obstante, reconocemos que hay quienes se 

han esforzado por plantear algunas soluciones más certeras, 

por ejemplo, el Dr. Ricardo Franco Guzmán dice que: "En 

México lo ideal sería tener un solo código Penal, aunque 

sea una República Federal ... ¿por qué insistimos nosotros 

en esta situación ilógica y absurda de que cada Estado de 

la Repúbl ica tenga su prop"io código Penal? Ahora estoy 

viendo, estoy impresionado por esa situación de los menores 
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en que en unos 1 a edad de los chi cos que cometen actos 

antisociales va de los 6, 7, 8 años a los 11 años y la 

máxima 16, 17 Y 18 años. En conclusión, se debe estudiar la 

idea de hacer una unificación de las legislaciones de los 

Estados, y, es más, federalizar todo lo referente a los 

11 amados menores infractores." 90 

coincidimos con lo anterior en el sentido de que debe 

unificarse la legislación penal para establecer criterios 

objetivos mediante los cuales se determine lo concerniente 

a la imputabilidad de los menores, es decir, deben 

señal arse cri teri os especí fi cos para dete rmi nar 1 a edad 

penal que permita saber cuando considerar responsable a un 

menor de sus conductas delictivas. 

En relación con esto consideramos que lo más 

conveniente es mantener el criterio general de que los 

mayores de 18 años son penal mente responsables, pero 

quienes tengan menos de esta edad y cuando sean mayores de 

15 años han de ser considerados en ciertos casos como 

sujetos con una imputabilidad suficiente para que respondan 

penal mente de sus actos. 

con lo anterior proponemos lo que el Dr. Jorge Reyes 

Tayabas denomina i mpu tabi 1 i dad condicionada como 91 , 

90 FRANCO GUZMAN, Ricardo. 1m utabili ad u ici d Men res. n 
Memoria del curso de Actua lzaclón en Materla e Impartlclon de 
Justlcia de Menores Infractores. op. cit. pags. 81 y 82. 
9i Cfr. REYES TAYABAS, Jorge. op. ci t. págs. 172 Y 173. 
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mediante la cual se pudiera sancionar a menores entre los 

16 y los 18 años, según el autor mencionado, para nosotros 

la edad inferior puede reduci rse a los 15 años. 

consecuentemente, qui enes tengan entre 15 y 18 años de 

edad deben ser someti dos a una es tudi o especí fi co, cuando 

realicen una conducta delictiva, para determinar si pueden 

ser considerados imputables o no. 

para tal efecto, coincidimos con el autor mencionado, 

en el sentido de que son dos factores los que determinan la 

imputabilidad condicionada, a saber: la naturaleza de la 

conducta ilícita desarrollada, esto es, la gravedad de la 

misma. En relación con esto sería conveniente establecer en 

el código penal cuales son las conductas delictivas graves, 

que al ser cometidas por un menor revelan cierta madurez, 

facultad de comprensión y, por lo tanto, su carácter de 

imputables. Dentro de esas conductas estarían la asociación 

delictuosa, el robo con violencia, especialmente cuando se 

realiza con armas de fuego o prohibidas, daño en propiedad 

ajena mediante incendio, inundación o explosión, homicidio 

intencional, violación y parricidio, entre otros. 

El otro factor es el de la reincidencia. Esto signif"ica 

que cuando un menor comete una conducta delictiva y después 

de recibir un tratamiento reincide una o varias veces más, 

entonces está mani festado un comportam"i ento que ameri ta una 

sanción penal y demuestra su carácter de "imputable. 
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Resumiendo lo anterior proponemos que en el código 

penal se establezca que cuando los menores que se 

encuentran entre los 15 y los 18 años de edad manifiesten, 

a través de la comisión de conductas delictivas graves o 

de su reincidencia, su capacidad de comprensión y la 

madurez suficiente para entender la antijur"idicidad de Sus 

actos, sean sujetos del Derecho penal, y por lo mismo 

merezcan alguna sanción penal. 

Ahora bien, las sanciones que pudieran resul tar 

aplicables a los menores en cuestión deben imponerse bajo 

dos aspectos fundamentales; uno de ellos implicaría la 

existencia de un establecimiento especial para lo que sería 

menores delincuentes. Con esto proponemos que aquellos 

menores de edad que pudieran resultar imputables no sean 

llevados a un reclusorio para adultos, ya que en él se 

contaminarían más, 10 conveniente es que se cuente con un 

centro penitenciario exclusivo para ellos. 

LO anterior no es una propuesta novedosa, ya que otros 

han insistido en esto, por ejemplo, el arquitecto David 

sánchez Torres ha manifestado lo siguiente; "NOS permitimos 

presentar un modelo arquitectónico tipo para centros de 

atención a menores infractores en el cual las edificaciones 

y los terrenos están contemplados como una pequeña ciudad 

con las siguientes áreas; 
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• habitación. 

• escuela. 

• servicios para la salud y abasto. 

• espacios para el deporte. 

• recreaci ón. 

• y gobierno. 

Las secciones anteriores se articulan y zonifican de 

acuerdo a su función y seguridad." 92 

Las instalaciones representan el elemento material 

indispensable para que pueda lograrse la readaptación 

social de los menores infractores, pero es de mayor 

importancia el elemento humano involucrado en esa tarea 

fundamental. 

Al respecto, Roberto Tocavén García señala con acierto 

lo siguiente: "En otro aspecto, lo mismo sucederá con la 

ley -y también las instalaciones, por muy buenas que sean y 

carecerán de valor- si no se selecciona y capacita al 

personal que va a atender a aquellos menores que ya se han 

manifestado con profundos problemas en el desarrollo y 

conformación de su personalidad. Este personal, tanto el 

ejecuti va (di rectores, subdi rectores, admi ni stradores) , 

como el técnico (psicólogo, psiquiatras, trabajadores 

91 SANCHEZ TORRES, David. pro eto de un nt de Tra ami nt ara 
Menor s lnfr ct res. En emana 1 e n reso N el nal n Materlª e 
fo.lenOres Infractores. op. cit. pago 133. 
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sociales, etc.), el administrativo (empleados de oficina, 

mantenimiento, servicios generales, etc.) y el pedagógico 

(maestros y preceptores), debe ser seleccionado con cuidado 

sumo, y preparado con mucho detalle antes de la asunción 

de 1 cargo." 93 

Efectivamente, por demás seria tener una legislación 

uniforme y buenas instalaciones para enfrentar el problema 

de la delincuencia juvenil, si no se liene el personal 

adecuado se fracasaría en materia de justicia de menores. 

Se requiere, por tanto, un proceso de selección y 

capacitación que garantice un personal altamente calificado 

para atender a los menores que incurren en conductas 

delictivas. 

un aspecto más que debe inclui rse en la propuesta que 

se hace tiene que ver con la identificación de los menores 

de edad. Esto es importante porque actualmente hay mayores 

de edad que manifiestan ser menores y ante la falta de 

elementos probatorios que demuestren lo contrario se les ha 

dejado en libertad. 

Con la propuesta que hacemos, consistente en poder 

considerar a menores entre 15 y 18 años de edad como 

9) TQCAVEN GARCIA, Roberto. Elementos de Criminología Infanto-Juvenil. 
op. cit. pág. 149. 
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posibles sujetos imputables, se hace más necesaria la 

i denti fi cae; ón de los mi smos. 

En relación con esto hay que tomar en cuenta lo 

dispuesto en el articulo 122 de la Ley para el Tratamiento 

de Menores Infractores, según el cual la edad del sujeto se 

comprobará con el acta respectiva expedida por las oficinas 

del Registro Civil, de conformidad con lo previsto por el 

código Civil correspondiente. De no ser esto posible, se 

acreditará por medio de dictamen médico rendido por los 

peritos que para tal efecto designe el Consejo. En caso de 

duda, se presumirá la minoría de edad. 

Como puede notarse se admite la presunción para 

determinar la minoría de edad, siendo esto poco favorable 

para la justicia de menores, por consiguiente, se propone 

la existencia de un Registro de Identificación, en el cual 

se utilicen diversas técnicas derivadas de la dactiloscopía 

y otras disciplinas similares, para que desde el nacimiento 

se establezcan criterios que permitan identificar a los 

individuos. 

LO ante ri o r tampoco es nuevo, ya que como lo re 1 ata 

Tomás Texis Rojas: "En 1915, a petición del Gobierno de la 

provincia de Buenos Aires, Juan vucetich, elevó un 

anteproyecto de Ley denominado 'Registro General de 

Identificación', cuyo artículo cuarto en el inciso lO, 
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letra lb' . establecía la obl ¡gator ¡edad de la 

identificación del recién nacido por el método 

dactiloscópico." 94 

Resulta necesario contar con sistemas y registros de 

identificación para poder precisar a quienes se les 

aplicará un tratamiento y a quienes se les "impondrá una 

sanción penal. Con esto se pretende evitar la impunidad que 

sigue dándose en torno a los menores infractores. 

94 TEXIS ROJAS, Tomás. IdentificaciÓn Infantil. Editorial porrúa. 
México. 1996. pág. 10. 
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CONCLUSIONES 

PRIMERA. La imputabilidad comprende una doble capacidad 

consi stente en: entender el carácter i 1 í ci to de 

la conducta y conducirse de acuerdo con esa 

comprensión. La imputabilidad es una cuestión 

personal que exige analizar cada caso concreto 

para determinar si hay la doble capacidad que se 

requiere en el sujeto activo de un delito. 

SEGUNDA. La i ni mputabi 1 i dad es el aspecto negati vo de 1 a 

imputabilidad. En consecuencia, es la falta de 

capacidad para comprender y para actuar de 

acuerdo a esa comprensión. En ella se incluyen a 

los menores de edad y a los enfermos mentales, 

entre otros, aunque respecto a los primeros se 

debate el hecho de precisar en que momento dejan 

de ser inimputables. 

TERCERA. LOS menores infractores son quienes no han 

cump 1 i do los di eci ocho años de edad y cometen 

hechos violatorios de leyes penales, 

i ndependi entemente de que esos hechos sean 

ocasionales o se cometan de manera habitual. 

CUARTA. El Derecho penal para menores ha estado oscilando 

entre un criterio tutelar y otro garantista. 
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Generalmente ha prevalecido la idea tutelar a 

favor de los menores, aunque debi do a 1 a 

situación social, económica y cultural de 

nuestros días empieza a adoptarse el criterio 

garantista. 

QUINTA. En el ámbito internacional existen diversas 

disposiciones a favor de los menores, entre ellas 

destacan las Reglas Mínimas de las Naciones 

unidas para la Administración de la Justicia de 

Menores, las cuales fueron aprobadas el 29 de 

noviembre de 1985 por la Asamblea General. Dichas 

reglas son más conocidas como Reglas de Beijing, 

y están contenidas en seis partes. También 

encontramos la convención sobre los Derechos del 

Niño, aprobada por la Asamblea General de las 

Naciones unidas el 20 de noviembre de 1989, 

mediante la cual se condensa la protección y 

desarrollo del menor. 

SEXTA. Nuestra legislación nacional relativa a los 

menores infractores comprende disposiciones 

contenidas en la constitución política de los 

Estados unidos Mexicanos. Además, se cuenta con 

una ley específica conocida como ley para el 

Tratamiento de Menores Infractores; y en cada 

entidad federativa el código penal 
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correspondi ente conti ene normas para determi nar 

lo concerniente a la imputabilidad e 

inimputabilidad, dentro de esta última se ubican 

los menores de edad, pero con una diversidad de 

criterios, ya que en algunos casos quienes tienen 

16 años son considerados como imputables. 

SEPTlMA. Considero que debe unificarse la legislación 

penal para establecer criterios objetivos 

mediante los cuales se determine lo concerniente 

a la imputabilidad de los menores, es decir, 

deben señalarse criterios específicos para 

determinar la edad penal que permita saber cuando 

considerar a un menor responsable de sus 

conductas delictivas. 

OCTAVA. se propone que en el código Penal se establezca lo 

si gui ente: cuando los menores que se encuentran 

entre los 15 y los 18 años de edad manifiesten, a 

través de la comisión de conductas delictivas 

graves o de su reincidencia, su capacidad de 

comprensión y la madurez suficiente para entender 

la antijuridicidad de sus actos, sean sujetos del 

Derecho Penal, y por lo mismo merezcan alguna 

sanción penal. 
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NOVENA. Para un eficaz tratamiento que permita la 

readaptación social de los menores delincuentes, 

esto es, quienes ya sean considerados imputables, 

se propone la existencia de un Centro de 

reclusión exclusivo para ellos, en donde se 

cuente con las instalaciones adecuadas, 

de mayor importancia el elemento 

involucrado en esa tarea fundamental. 

pero es 

humano 

Por lo 

tanto, se requiere un proceso de selección y 

capacitación que garantice un personal altamente 

calificado para atender a los menores que 

incurren en conductas delictivas. 

DEClMA. En vi rtud de que se admite legalmente la 

presunci ón para determi nar 1 a mi norí a de edad, 

siendo esto poco favorable para la justicia de 

menores, se propone la existencia de un Registro 

de Identificación, en el cual se utilicen 

diversas técnicas derivadas de la dactiloscopia y 

otras disciplinas similares, para que desde el 

nacimiento se establezcan criterios que permitan 

identificar a los individuos. 
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